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Nin Novoa en el sentido de que se designe una 
Comisión Especial a fin recibir al Ministro de 
Defensa Nacional, señor Luis Brezzo, paracon- 
siderar los dichos del Comandante en Jefe del 
Ejército, Teniente General Carlos Daners, efec- 
tuados el viernes 28 de diciembre último, en 


1) TEXTODELA CITACION 
“Montevideo, 22 de enero de 2002. 


La COMISIÓN PERMANENTE se reunirá mañana miér- 
coles 23, a la hora 16, a fin de considerar una moción por la 
que se invita al señor Ministro del Interior para que se sirva 
informar en régimen de Comisión General, sobre las medidas 
adoptadas en relación con la marcha a la ciudad de 
Maldonado, organizada por el PIT-CNT. 


Mario Farachio 
Secretario”. 


Horacio D. Catalurda 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


Asisten: los señores Senadores Yamandú Fau, Francis- 
co Gallinal y Rodolfo Nin Novoa, y los señores Representan- 
tes Ernesto Agazzi, Ricardo Berois Quinteros, Sebastián 
Da Silva, Doreen Javier Ibarra, Ramón Legnani, Oscar 
Magurno, Ronald Pais* y Glenda Rondán. 


* Ingresa a la hora 16 y 15. 


3) INFORMES DEL SEÑOR MINISTRO DEL INTE- 
RIOR SOBRE LAS MEDIDAS ADOPTADAS EN RE- 
LACION CON LA MARCHA A LA CIUDAD DE 
MALDONADO, ORGANIZADA POR EL PIT-CNT 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 8) 
- Han llegado a la Mesa dos mociones de orden. 


Léase la primera moción, presentada por los señores 
Legisladores Ibarra, Legnani, Nin Novoa, Agazzi y Cid. 


(Selee:) 


"En nombre de la Bancada de Legisladores del En- 
cuentro Progresista-Frente Amplio, mocionamos para 
que la Comisión Permanente se constituya en régimen de 
Comisión General a los efectos de recibir al señor Minis- 
tro del Interior, escribano Guillermo Stirling, a fin de 
solicitarle explicaciones sobre las medidas adoptadas 
por el señor Presidente de la República, con referencia a 
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una entrevista realizada en un programa de tele- 
visión abierta. 


IN AAA A 250 


8) Selevantala sesión........cooooomosccncnonoccnnnoncccnnnnonos. 279 


la marcha pacífica organizada por el PIT-CNT para el 
próximo 24 de enero”. 


- En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
- 10en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Comunicamos al Cuerpo que en el día de ayer hablamos 
con el señor Ministro del Interior, quien se encuentra en la 
Antesala de la Cámara de Senadores. Por lo tanto, corres- 
ponde invitarlo a que ingrese a Sala. 


4) SOLICITUD DE DESIGNACION DE UNA COMI- 
SION ESPECIAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una moción pre- 
sentada por los señores Legisladores Ibarra, Legnani, Nin 
Novoa, Agazzi y Cid. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se designe una Comisión 
Especial a fin recibir al Ministro de Defensa Nacional, 
señor Luis Brezzo, para considerar los dichos del Co- 
mandante en Jefe del Ejército, Teniente General Carlos 
Daners, efectuados el viernes 28 de diciembre último, en 
una entrevista realizada en un programa de televisión 
abierta". 


- En discusión. 


5) INTERMEDIO 


SEÑOR FAU.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR FAU.- Señor Presidente: en nombre del Partido 
Colorado, solicito un intermedio de cinco minutos. 


- Se va a votar. 


(Se vota) 
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- 10en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
La Comisión Permanente pasa a intermedio. 
(Es la hora 16 y 10) 
- Continúa la sesión. 


(Es la hora 16 y 16) 


6) SOLICITUD DE DESIGNACION DE UNA COMI- 
SION ESPECIAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase nuevamente la moción por 


la que se propone la designación de una Comisión Especial 
para recibir al señor Ministro de Defensa Nacional. 


(Se vuelve a leer) 

- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

- Sen 10. Empate. 

En discusión nuevamente la moción. 

SEÑOR IBARRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR IBARRA.- Nos acaba de informar la señora Le- 
gisladora Rondán que ya está constituida una Comisión 
Especial de Defensa. No sé si es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Legislador. 


SEÑOR IBARRA.- Entonces, se mantiene la moción en 
su totalidad. 


El motivo es que el 28 de diciembre próximo pasado, el 
Comandante en Jefe del Ejército, Teniente General Carlos 
Daners, estuvo en el programa "En perspectiva" y emitió su 
opinión sobre los temas de la Fuerza y sobre otros que 
refieren concretamente a la problemática de los derechos 
humanos. 


En ese sentido, nos interesaba hablar con el señor 
Ministro para analizar las opiniones del Comandante en Jefe 
del Ejército, y creemos que el mejor ámbito para ello es una 
Comisión Especial. 


SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR DA SILVA.- Señor Presidente: el Partido Nacio- 
nal no apoya la moción por varios entendidos. 


El primero es que, por lo menos en la Cámara de Repre- 
sentantes, las Comisiones tienen autorización para funcio- 
nar, tal como lo hizo ayer la Comisión de Turismo, que 
recibió la visita de la Cámara Uruguaya de Turismo. Entre las 
Comisiones de la Cámara está la de Defensa Nacional, que 
también puede reunirse. No sé en qué situación se encuen- 
tra la homónima del Senado. 


El segundo entendido es tratar de seguir adelante con un 
proceso que ha sido promovido por todos los partidos 
políticos y que está relacionado con algo que a los urugua- 
yos nos ha dolido mucho: me refiero a la Comisión para la 
Paz. En ese sentido actúa el Partido Nacional. 


Por otra parte, queremos culminar con un proceso de 
enfrentamiento permanente por circunstancias vividas hace 
treinta años. Por lo menos mi generación considera que se 
trata de un tema que debería saldarse para siempre. 


Además, dados los momentos que se viven, este tipo de 
cosas no contribuye al mejor ambiente para la Comisión 
para la Paz, que está desarrollando una muy fructífera tarea, 
actualmente en el departamento de Colonia, determinando 
un antes y un después en el relacionamiento y en la cicatri- 
zación de esas heridas que a todos los uruguayos tanto nos 
duelen. 


SEÑOR LEGNANTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR LEGNANTI.- Entendemos que hablar sobre estos 
temas es una de las funciones fundamentales -como ya lo 
hemos afirmado reiteradamente- del Parlamento. 


Según la experiencia de los distintos países y de las 
regiones y de acuerdo con la experiencia histórica, es mu- 
cho más difícil generar condiciones estables de paz que 
situaciones propicias para enfrentamientos que puedan 
desencadenar una guerra. 


Ese camino, tan difícil, de crear las situaciones de paz 
pasa fundamentalmente por la capacidad de cada una de las 
organizaciones sociales, políticas e institucionales de un 
país de realizar autocríticas, autodepuraciones y correccio- 
nes de los distintos pasos que va dando. Aquellas organi- 
zaciones que no tienen la capacidad de reflexionar sobre sí 
mismas ni de autodepurarse, seguramente están condena- 
das a no cumplir adecuadamente sus funciones en la con- 
vivencia democrática y pacífica de la sociedad y muchas 
veces no se adaptan, precisamente, a las condiciones de 
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paz. El tema de generar todo ese ámbito pasa por los men- 
sajes con los que cada uno se hace presente en el escenario 
político y público. Entendemos que desde el punto de vista 
constitucional existen responsables de qué calidad tienen 
los mensajes, de quiénes están autorizados a emitirlos y de 
quiénes lo están para dejar presente cuáles son sus funcio- 
nes dentro de una convivencia democrática. De manera que, 
precisamente, queremos hablar con los responsables de 
esos estamentos y que quede registrado en los anales 
parlamentarios, tal como hemos insistido en otros aspectos 
y con otros integrantes del Poder Ejecutivo, cuáles son los 
fundamentos de sus acciones o los fundamentos de sus 
omisiones. Porque aquí, señor Presidente, hay una respon- 
sabilidad de las jerarquías máximas del Poder Ejecutivo por 
actuar, pero también hay una responsabilidad muchas ve- 
ces mayor por omitir actuar. 


De manera que es sobre todos estos temas que queremos 
hablar y, desde luego, hace bien al país reverdecer tiempos 
pasados y volver sobre ellos. Ninguno de los sucesos que 
puedan ocurrir en el seno de la sociedad suceden porque sí; 
no son fenómenos aislados, sin que existan causas que 
antes los hayan condicionado. Quien quiera comprender el 
presente no tiene más remedio que remontarse al pasado; 
quien quiera sentar bases firmes para el futuro, no tiene más 
remedio que discutir el presente. Quienes se niegan a dis- 
cutir -esto no es ninguna alusión a nadie, sino que es un 
concepto general-, se niegan a construir un entramado 
social fuerte, democrático y participativo, en el cual los 
uruguayos podamos realmente asentar una democracia 
estable y duradera. 


Esaes la razón por la cual hemos hecho este planteo, sin 
animosidad contra nadie, sino simplemente para dejar sen- 
tado el principio democrático de que todas las instituciones 
y cada uno de los que las integramos estamos dispuestos 
a recibir críticas y a volver sobre nuestros actos, porque 
nuestra obligación es tratar de actuar cada vez mejor, y esa 
es la obligación de todos, sin excepciones. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va arectificar la votación de la moción para convocar al 
señor Ministro de Defensa Nacional a una Comisión Espe- 
cial. 


(Se vota) 


-5en 11. Negativa. 


7) INFORMES DEL SEÑOR MINISTRO DEL INTE- 
RIOR SOBRE LAS MEDIDAS ADOPTADAS EN 
RELACION CON LA MARCHA A LA CIUDAD DE 
MALDONADO, ORGANIZADA POR EL PIT-CNT 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor 
Ministro del Interior y al señor Subsecretario, a quienes 
agradecemos la diligencia demostrada. Luego de nuestra 


CAMARA DE SENADORES 


23 de enero de 2002 


llamada telefónica del día de ayer, en la que planteamos la 
inquietud de algunos integrantes del Cuerpo de reflexionar 
en forma conjunta sobre las decisiones del Poder Ejecutivo, 
inmediatamente el señor Ministro contestó en forma afirma- 
tiva, lo cual, como es de estilo en su trayectoria política, 
ratifica una vez más su condición democrática, abierta y 
transparente en lo que tiene que ver con la labor del Minis- 
terio que está a su cargo. 


Tiene la palabra el señor Legislador Ibarra para referirse 
al asunto en cuestión. 


SEÑOR IBARRA.- Señor Presidente: también nosotros 
saludamos al señor Ministro del Interior y al señor Subse- 
cretario. Realmente es importante que haya disposición por 
parte de integrantes del Poder Ejecutivo a hacerse presen- 
tes en este Recinto y, en definitiva, a dialogar sobre temas 
que tienen mucho que ver con lo que pasa en la sociedad, 
que quizá sean muy polémicos, pero que es necesario tratar 
con absoluta información por parte de este Poder del Esta- 
do, el Poder Legislativo, para emitir, dentro del respeto 
mutuo, las opiniones políticas o personales que cada uno 
de nosotros entendamos del caso. Por eso, quiero destacar 
nuevamente la comparecencia inmediata del señor Ministro 
y del señor Subsecretario. 


Sin duda, estamos frente a un tema complejo, un tema 
que no es sencillo, un tema que, de alguna manera, ha 
dividido a la sociedad uruguaya en cuanto a la opinión 
sobre si está bien o no está bien la marcha a Punta del Este 
por parte del PIT-CNT y otros sectores sociales y políticos. 
Ello indica que es necesario tratar de centrar el diálogo con 
el Poder Ejecutivo, especialmente con referencia alos fun- 
damentos, porque más allá de haberlos escuchado en forma 
abundante a través de los medios de comunicación, es 
importante que este Cuerpo tenga la posición oficial de ese 
Poder. 


Es de público conocimiento que nosotros, como fuerza 
política, es decir, como Encuentro Progresista-Frente Am- 
plio, hemos adoptado nuestra resolución. Entendemos que 
el conjunto de la sociedad, el conjunto del sistema político, 
debe hacer un gran esfuerzo para mantener en su totalidad 
la vigencia de las normas legales y constitucionales. Al no 
estar convencidos -tenemos varios fundamentos que va- 
mos a explicitar- con relación a los argumentos que se han 
hecho públicos -como, por ejemplo, una ley de 1897, que 
analizaremos en particular- entendemos que debemos opi- 
nar al respecto. 


En ese sentido, para encuadrar nuestra intervención, 
nada mejor que leer la resolución del Encuentro Progresista- 
Frente Amplio del día lunes 21 de enero de este año, que 
dice: "Frente a las medidas adoptadas por el Presidente de 
la República, prohibiendo el ingreso a Punta del Este de la 
marcha pacífica organizada por el PIT-CNT para el próximo 
24 de enero, en el marco de un paro general parcial de 
actividades, el Encuentro Progresista-Frente Amplio re- 
suelve: 1. Reafirmar su indeclinable vocación democrática 
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y en tal sentido su más enérgico rechazo a dicha prohibi- 
ción.- 2. Expresar su preocupación por las declaraciones 
públicas del Sr. Presidente y del Ministro del Interior, Esc. 
Guillermo Stirling, que generan un clima de confrontación 
entre uruguayos.- 3. Manifestar que dicha prohibición es 
violatoria del marco constitucional vigente y de Convenios 
anivel de la OIT.- 4. Encomendar a la Bancada Parlamentaria 
del EP-FA que ante la gravedad de los hechos solicite 
explicaciones al Sr. Ministro del Interior". Esto es lo que 
estamos haciendo. 


También corresponde destacar la votación por unanimi- 
dad de este Cuerpo en el sentido de habilitar el llamado al 
señor Ministro del Interior en régimen de Comisión General. 


Señor Presidente: estamos ante una situación creada 
que va a ser muy difícil cambiar en estas pocas horas que 
quedan, más allá de los diálogos que se han mantenido. 
Según mi opinión, estamos ante una actitud que, de alguna 
manera, lesiona a un sector de ciudadanos muy importante 
y nada menos que a una organización, el PIT-CNT, que tiene 
una abundante y fructífera historia en nuestro país como 
movimiento sindical, la cual, inclusive, ha trascendido los 
límites de nuestro Uruguay. 


Todos conocemos los actos públicos que realizó en su 
momento la vieja Convención Nacional de Trabajadores 
-durante la dictadura se conformó el PIT y luego el PIT- 
CNT- acompañados por un gran sector de ciudadanos que 
entendían que era necesario resistir a la dictadura cívico- 
militar; muchas veces he dicho que entonces me encontré 
trabajando, negociando, dialogando y buscando salidas 
con altos dirigentes de los partidos tradicionales. El hoy 
PIT-CNT demostró entonces su capacidad de convocatoria 
en lo que tiene que ver con la defensa de las libertades, con 
la defensa de la Constitución, de la legalidad, y con la 
defensa -por supuesto, en forma intransigente- de los dere- 
chos humanos en nuestro país. 


Cada uno de nosotros, cada uno de los señores Legis- 
ladores aquí presentes, tenemos conocimiento de las varia- 
das movilizaciones que ha realizado el PIT-CNT -no única- 
mente durante la dictadura, sino también a partir de 1985-, 
movilizaciones realizadas en cada departamento del interior 
del país y en Montevideo con mucha asiduidad, absoluta- 
mente pacíficas y multitudinarias, en las que se ha actuado 
con gran respeto por opiniones distintas a las del movimien- 
to sindical, lo que demuestra su responsabilidad y madurez. 
Ello se ha reiterado en la capacidad de propuestas alterna- 
tivas a políticas económicas desarrolladas por los distintos 
Gobiernos de nuestro Uruguay. Podremos estar de acuerdo 
con esas propuestas o no, pero se han hecho con mucha 
responsabilidad, se han elaborado con asesoramiento téc- 
nico y se ha tenido en cuenta, fundamentalmente, la opinión 
de los trabajadores y la defensa de los trabajadores. 


El PIT-CNT ha sido un ejemplo de unidad en nuestro 
país. Yo creo -permítanme esta disquisición- que si en 
países vecinos hubiera existido un movimiento sindical 
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unitario, un movimiento sindical que actuara en defensa de 
los sectores del trabajo, un movimiento sindical que tuviera 
propuestas sin vinculaciones foráneas con sectores políti- 
cos, sin ningún tipo de dudas las situaciones hoy serían 
absolutamente distintas. Para nosotros es un orgullo que 
exista el PIT-CNT, por esa unidad que ha elaborado a través 
de muchos años como central de trabajadores, cuyo pres- 
tigio, reitero, ha trascendido nuestras propias fronteras. 


En mi opinión, cada uno de nosotros ha podido apreciar 
que la central de trabajadores apuesta permanentemente al 
diálogo con toda la sociedad, con los sectores productivos, 
con los sectores sociales, con los sectores políticos y, por 
supuesto, en primer término, con el Gobierno. Eso es muy 
importante y recientemente lo hemos visto cuando se hizo 
una serie de planteos al Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, dentro de nuestro país el PIT-CNT es una 
institución respetada por el conjunto de la sociedad. Aque- 
llos conceptos dictatoriales de la década del setenta, en 
cuanto a que se trataba de una organización subversiva, 
han sido totalmente desterrados en nuestro país y han sido 
absolutamente dejados de lado por el propio soberano, por 
el propio ciudadano uruguayo. 


Por lo tanto, creo que se ha cometido un error -lo digo 
con mucha humildad, pero también con mucha firmeza y con 
mucha seguridad- a nivel de la Presidencia de la República 
con la disposición que hizo conocer a todo el país con 
referencia a la marcha a la ciudad de Punta del Este. Me temo 
que esta resolución de la Presidencia de la República haga 
historia en nuestro país. Yo la considero inoportuna y de 
alguna forma violatoria del marco constitucional que nos 
rige, Constitución que hemos defendido todos, inclusive el 
señor Presidente de la República; no desconocemos que él 
también estuvo preso durante la dictadura. Sin embargo, 
esta actitud inoportuna y violatoria del marco constitucio- 
nal de alguna manera está lesionando a sectores uruguayos 
y, en mi modesta opinión, crea situaciones de fricción 
dentro de la sociedad que -estoy absolutamente seguro de 
ello- ninguno de nosotros desea. 


He seguido con atención este proceso de la marcha, al 
igual que todos los Legisladores y Legisladoras aquí pre- 
sentes. Hasta el 15 de enero próximo pasado el diálogo de 
la central de trabajadores con el señor Ministro del Interior 
había sido sumamente fructífero. Inclusive, sentando su 
posición personal, el señor Ministro decía: "Esta marcha no 
le aporta nada positivo al balneario" -se refería a Punta del 
Este- "y al país, pero están en su legítimo derecho a hacer- 
la". Creo que si esto hubiera sido conducido por el camino 
que expresaba el señor Ministro del Interior, no estaríamos 
en la situación que vivimos en este momento. 


Es posible, en un ámbito de respeto y consideración 
mutua, analizar en profundidad cada uno de los pasos que 
da o quiere dar un sector de la sociedad, como en este caso 
la central de trabajadores. 
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El día 16 de enero, el Gobierno dispone, a iniciativa del 
señor Presidente de la República, doctor Jorge Batlle, limi- 
tar la movilización del PIT-CNT invocando sustentos lega- 
les a través de decretos y de una ley de 1897, la N” 2.499, que 
analizaré más adelante. Lamentablemente, la reunión entre 
la dirección del PIT-CNT y el señor Presidente de la Repú- 
blica no se tradujo en acuerdos, pero fue la primera oportu- 
nidad en que el Gobierno expresó que estaba dispuesto a 
discutir las propuestas económicas y sociales de la central 
de trabajadores. Esto no se había dado antes frente a una 
situación que se viene arrastrando, como veremos más 
adelante, desde el 29 de noviembre del año pasado, a partir 
de la marcha que realizaran centenares de trabajadores y 
ciudadanos de Bella Unión, de Artigas, fundamentalmente 
por el desempleo y el trabajo. Esta actitud del señor Presi- 
dente de la República generó un hecho inmediato: unificó 
la dirección del PIT-CNT. En determinado momento la vota- 
ción había sido de catorce votos a favor de que la moviliza- 
ción se realizara en Montevideo, treinta a favor de que se 
realizara en Punta del Este y dos abstenciones. Automá- 
ticamente esta decisión de la Presidencia de la República 
unificó al movimiento sindical y a partir de ese momento la 
central de trabajadores adoptó por unanimidad todas las 
resoluciones en cuanto a organización, etcétera. Inclusive, 
distintos actores políticos, fundamentalmente de nuestra 
fuerza política, del Nuevo Espacio y también del Partido 
Nacional, cuestionaron la resolución del Presidente de la 
República. 


Hasta aquí, brevemente -en orden cronológico-, los 
hechos sucedidos en los últimos días. Considero que se ha 
introducido en el país un elemento irritante y confrontativo 
que de alguna manera no es bueno ni conveniente. Estamos 
ante el riesgo -que espero que en el futuro no prospere- de 
violentar el régimen de derecho en el Uruguay, porque 
-como lo vamos a explicitar- no encontramos fundamentos 
jurídicos ni constitucionales para lo actuado. 


Hasta el momento de esa resolución, nuestro Presidente 
había dado plena prueba de su amplitud y tolerancia con 
todos los sectores políticos del país; aun en la discrepan- 
cia, mantenía esa tolerancia, y prueba de ello -como decía el 
señor Diputado Da Silva- es la constitución de la Comisión 
para la Paz. Personalmente, entiendo que de alguna forma 
con esta actitud se hipoteca ese prestigio adquirido. Esta- 
mos ante una disposición exagerada, que se ha convertido 
en una especie de bumerang para el Poder Ejecutivo y para 
el Presidente de la República, ya que lo que se quiso 
prohibir se convirtió en un evento trascendente, y es casi 
seguro que estemos ante una gran jornada cívica, de gran 
envergadura en nuestro país. Esto es motivado por el grave 
error que se comete y de alguna manera es un episodio que 
va a pasar a la historia. 


No voy a hacer comparaciones por el respeto que siento 
por el señor Presidente, por el señor Ministro y por el señor 
Subsecretario, pero ninguno de nosotros olvida lo que 
aconteció en un pasado reciente cuando hubo exceso de 
autoritarismo. 
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El otro capítulo refiere al orden constitucional y jurídico. 
No soy jurista, no soy abogado -inclusive, no soy profesio- 
nal-; simplemente soy un trabajador que toma con mucho 
calor los problemas del país. Me he ocupado de leer dete- 
nidamente opiniones de juristas, de constitucionalistas, e 
inclusive el Tomo 1 de "La Constitución Nacional", del 
doctor Justino Jiménez de Aréchaga; esta información ha 
sido muy valiosa para mí. También he recibido la opinión del 
doctor José Korzeniak y he leído opiniones de los doctores 
Gonzalo Aguirre, Alberto Pérez Pérez, Helios Sarthou, Aníbal 
Cagnoni, Jorge Bruni y Jorge Novoa. 


La conclusión a que llegué a partir de estas lecturas -que 
voy a analizar muy rápidamente- es que estamos ante una 
violación del artículo 38 de la Constitución de la República. 
Se trata de una violación absolutamente clara, ya que esa 
disposición establece: "Queda garantido el derecho de 
reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no 
podrá ser desconocido por ninguna autoridad de la Repú- 
blica, sino en virtud de una ley, y solamente en cuanto se 
oponga a la salud, la seguridad y el orden públicos”. 


Creo que es categórico el artículo 38. Esta disposición 
constitucional garantiza el derecho de reunión pacífica, que 
es en definitiva lo que va arealizar la central de trabajado- 
res. También están consagradas en la Constitución la liber- 
tad de movimiento, es decir, de locomoción de los ciudada- 
nos, la libertad de pensamiento -plasmada en el artículo 29- 
y la libertad física de las personas que, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 15 de la Constitución, únicamente 
puede ser impedida por orden de Juez competente. 


El artículo 38 establece que el derecho de reunión pací- 
fica y sin armas no podrá ser desconocido por ninguna 
autoridad de la República, sino en virtud de una ley. En este 
caso, según nuestra opinión, no existe una ley. Se invoca 
una ley del año 1897 que ahora vamos a analizar; las normas 
establecidas en la Constitución de 1934 están por encima de 
leyes anteriores, como la que acabo de mencionar. Por 
supuesto que un decreto tiene aun menos valor jurídico, ya 
que predomina la Constitución y, en su defecto, la propia 
ley. 


En el Tomo I de "La Constitución Nacional", del doctor 
Justino Jiménez de Aréchaga, que es un compendio de sus 
trabajos, en la página 269, analizando la libertad de reunión 
se expresa: "Nos ocuparemos ahora de la libertad de re- 
unión. Supone una modalidad especial de la libertad, con- 
sagrada y expresamente garantida por el Art. 37 de la 
Constitución vigente", que luego pasó a ser el artículo 38. 
Después transcribe la norma que ya cité. 


Sobre el concepto de reunión, dice: "Reunión es el 
concurso temporario de un conjunto de personas en un 
mismo lugar, que tiene por finalidad la exposición de ideas, 
el debate o la exhibición de una fuerza social". Más adelante 
señala: "Tampoco interesa la cantidad de las personas para 
la definición de la reunión. La reunión pública puede ser tan 
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pequeña como ustedes quieran, o tan amplia como ustedes 
sean capaces de imaginarla". Luego, en la parte relativa a la 
fundamentación de la norma, expresa: "Por lo demás si un 
hombre tiene el derecho de comunicar sus pensamientos a 
otro, lo tiene también en comunicárselos a una pluralidad de 
individuos. Y toda vez que una pluralidad de individuos 
acuerde trasladarse hacia el mismo punto, y acuerde que 
uno de ellos comunique el pensamiento a todos los demás, 
ya se habrá constituido una reunión.- Por lo demás, el 
reconocimiento de esta libertad en términos amplios, se va 
haciendo cada vez más necesario en el mundo actual. Los 
otros medios de comunicación del pensamiento suponen 
necesariamente la organización de empresas dotadas de 
medios económicos muy grandes. La radiodifusión no está 
al alcance de todos; la prensa tampoco. Por tanto, si se 
estima necesario garantizar de un modo efectivo el libre 
desenvolvimiento de la opinión pública, deberá entenderse 
necesario también reconocer y garantizar cada vez más 
ampliamente, el derecho de reunión, desde que él da los 
medios más cómodos y más al alcance de todo el mundo para 
influir sobre la formación y el desenvolvimiento de la opi- 
nión pública". 


Con referencia a la legalidad de las reuniones, el doctor 
Jiménez de Aréchaga dice: "Nuestra Constitución consagra 
este derecho, aludiendo de modo exclusivo a las reuniones 
pacíficas y sin armas". Luego agrega: "Son criterios que 
conviene tener en vista cuando los problemas se planteen 
en nuestro país. Aquí existe una cierta tendencia, o por lo 
menos ha existido una cierta tendencia, a considerar que el 
poder público está habilitado para suspender o prohibir 
reuniones cuando tiene la sospecha de que de ella puede 
derivar una dificultad por la oposición de grupos contra- 
rios. Este no debe ser el criterio", expresa con énfasis. Y 
continúa: "El poder público tiene la obligación de tomar las 
medidas necesarias para garantizar el ejercicio del derecho 
de reunión”. 


En la página 275 del Tomo l, Justino Jiménez de Aréchaga 
analiza la Ley N* 2.499, de 1897, que es la que apareció en 
la prensa como fundamento. En cuanto a su artículo 3%, dice: 
"El cuarto caso es el de reuniones y desfiles diurnos en 
locales abiertos o en sitios de uso público. Aquí sólo se 
requiere aviso previo a la autoridad. Para hacer una manifes- 
tación callejera, pues, la ley vigente en nuestro país sola- 
mente requiere que se dé aviso a la autoridad, y no que 
solicite permiso de ella". En este caso, por supuesto, se ha 
pedido autorización y se ha dado aviso al Ministerio del 
Interior en infinidad de oportunidades. 


Sobre esta ley agrega: "Preveía la ley, por último, la 
posibilidad de suspensión de este régimen de reuniones por 
decisión del Poder Ejecutivo, y solamente en dos casos: en 
caso de epidemia, o por vía de medida pronta de seguridad 
en los casos y según el procedimiento previsto para esta 
clase de medidas, cuando se supusiera que habrían de 
ocurrir alteraciones del orden o de la seguridad. [...] La 
reforma de 1934 no hizo sino tomar los rasgos fundamenta- 
les de la ley de 1897", y luego la transcribe. 
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Creo que todo esto es contundente en cuanto a que 
existe un error por parte del señor Presidente de la Repúbli- 
cao del Poder Ejecutivo al prohibir parcialmente la marcha 
convocada por el PIT-CNT para el día de mañana. 


"En consecuencia, el artículo 38 excluye cualquier tipo 
de limitaciones en el derecho de reunión de los ciudadanos. 
La antigua Ley N* 2.499 de 1897 que se invoca contraría la 
propia Constitución pero, si la consideráramos aún válida, 
la disposición del Poder Ejecutivo no se ajusta en verdad a 
lo que permite la ley del año 1897". Estas son palabras 
textuales del doctor Gonzalo Aguirre que aparecieron en la 
prensa. 


"En consecuencia, en la hipótesis de que la ley no 
hubiera sido anulada por el acto constitucional, tampoco es 
válida para el caso. Además, el artículo 38 sólo autoriza a 
desconocer el derecho de reunión en virtud de una ley y por 
razones de seguridad, salud u orden público. Aquí no hay 
ningún problema de seguridad, de orden ni de salud pú- 
blica. Quieren elegirles el lugar, pero los derechos huma- 
nos son derechos de las personas y las personas eligen 
dónde y cómo lo van a ejercer. Esta es la diferencia entre 
un Gobierno democrático y uno autoritario". Estas son 
palabras del doctor Alberto Pérez Pérez, tomadas de la 
prensa. 


Por otra parte, el doctor Aníbal Cagnoni, catedrático de 
Derecho Constitucional, establece: "Me parece que en este 
caso, la prohibición se debe a la fundamentación explícita. 
No hay razón para prohibirla en Punta del Este y permitirla 
en Maldonado. Es que no hay motivos para prohibirla 
completamente". Esto figura en la página 3 de la última 
edición de "Brecha". 


Además, entiendo que no es conveniente presumir para 
censurar actos de ciudadanos. Las limitaciones a los dere- 
chos individuales no se pueden establecer por decreto y 
menos en forma verbal; hasta el momento no conozco un 
decreto. Se invoca una ley que no existe, la N* 2,499. Pero 
además la Ley N” 12.030, de 17 de noviembre de 1953, 
aprobó convenios adoptados por la Conferencia Interna- 
cional del Trabajo. El Convenio N* 87 de la OIT que se 
aprobó en este Parlamento otorga, en cuanto a la libertad 
sindical, total autonomía a los sindicatos, y los límites sólo 
pueden establecerlos las normas legales, que en este caso 
no existen, según mi opinión. 


Además, la Constitución, en su artículo 57, establece el 
derecho de huelga. En definitiva, entiendo que donde se 
puede lo más, se puede lo menos, como es una movilización 
pacífica garantizada por la central de trabajadores. No es 
bueno para la sociedad tomar decisiones en base a conje- 
turas O presunciones y menos hacer equilibrio con las 
disposiciones constitucionales que, más allá de que nos 
gusten o no, deben ser acatadas por todos y custodiadas al 
máximo para lograr éxito en la convivencia entre los urugua- 
yos. 
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Por lo tanto, concluyo sobre este tema que no hay 
fundamento legal para limitar la marcha convocada para el 
día de mañana por el PIT-CNT. 


Es bueno también tener en cuenta que las cosas no caen 
como maná del cielo, las cosas no son fortuitas, sobre todo 
cuando se resuelven determinadas actividades como una 
movilización. Las cosas tienen su fundamento y voy a 
marcar algunos temas como antecedentes que, según mi 
opinión, explican por qué el movimiento sindical resuelve 
realizar una marcha pacífica, con todas las garantías, para 
concurrir a la ciudad de Punta del Este. 


Todos recordamos el 29 de noviembre de 2001. Ese día 
se produjo una marcha importante de centenares de traba- 
jadores, de ciudadanos de Artigas y Bella Unión, reclaman- 
do alguna salida para la situación de crisis que se estaba 
viviendo en ese departamento y que se continúa padecien- 
do. A través de la central se habían coordinado entrevistas 
con los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de 
Economía y Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
con el Secretario de la Presidencia, señor Raúl Lago, y por 
supuesto con el señor Presidente de la República, doctor 
Jorge Batlle. El PIT-CNT adhirió a la marcha de los ciudada- 
nos de Bella Unión y de Artigas. Fue una importante movi- 
lización que se realizó prácticamente en todo Montevideo 
y fue pacífica cien por ciento. No hubo un solo desborde de 
ningún tipo, ni de los trabajadores ni de la gente que venía 
de Bella Unión y de Artigas, y, por supuesto, tampoco del 
Ministerio del Interior. 


Al mismo tiempo, se presenta una propuesta que se hace 
llegar a la Presidencia de la República a través de su 
Prosecretario, doctor Costa, en la que se plantea, funda- 
mentalmente, el tema de la desocupación, del empleo y del 
azúcar en Bella Unión. Allí comienzan las frustraciones, 
porque el PIT-CNT no obtuvo respuesta. Recién la obtuvo 
hace muy pocos días de parte del Poder Ejecutivo, que está 
de acuerdo con analizar las propuestas del PIT-CNT. Sin 
duda, eso creó frustraciones. El señor Ministro de Trabajo 
y Seguridad Social no pudo atenderlos y los recibió el 
doctor Gonzalo Irrazábal, de la DINATRA. El señor Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca no los pudo atender, el 
señor Raúl Lago estaba en el exterior y, luego de mucho 
trabajo, la dirigencia del PIT-CNT logró hablar con el doctor 
Leonardo Costa, Prosecretario de la Presidencia de la Repú- 
blica. El único que atendió -esto es importante destacarlo- 
ala delegación al otro día de la marcha fue el señor Ministro 
de Economía y Finanzas, contador Alberto Bensión. Tam- 
bién se entrevistaron con Directores del Banco de Previsión 
Social, con el Director Delgado Sicco y con el señor Ariel 
Ferrari, representante de los trabajadores. 


A los diez días, el señor Ministro de Economía y Finan- 
zas convoca ala dirigencia del PIT-CNT para comunicarles 
que leyó el documento -todo esto es extraído de la prensa 
y espero que sea certera en lo que expresa- y que no está de 
acuerdo con él; por lo tanto, no hay nada que discutir. 
Luego, a través de los medios de comunicación califica 
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públicamente las propuestas del PIT-CNT diciendo que se 
trata de un documento anacrónico, vetusto y que, en defi- 
nitiva, la organización está con los modelos viejos, de otra 
época, etcétera. 


Estas situaciones, según mi modesta opinión, no son 
convenientes en política ni en el relacionamiento con las 
fuerzas sociales. No lo son porque la gente se siente frus- 
trada al no tener un canal de discusión y de análisis de sus 
propuestas. Esto es lo que va creando este tipo de situacio- 
nes. Luego aparece una polémica pública de un Legislador 
del Partido Colorado y un integrante de la central de traba- 
jadores -que no me gustó nada, sobre todo por la posición 
del Senador-, declaraciones descalificadoras e inclusive 
agresivas del señor Intendente Municipal de Maldonado y, 
a raíz de ello, se toma una resolución concreta por parte de 
la central de trabajadores que mencioné y al otro día el señor 
Ministro del Interior les comunicó que ala marcha le estaba 
prohibido su ingreso a Punta del Este. 


Quiero hacer notar que el objetivo del PIT-CNT era la 
movilización pacífica y leer una proclama, como se hará en 
el día de mañana. Como todos nosotros tenemos que estar 
muy bien informados de lo que pasa en el país, por ser 
hombres políticos responsables y representantes de cada 
una de las fuerzas políticas, quiero destacar que el 
relacionamiento con el Ministerio del Interior a través de su 
titular, el escribano Guillermo Stirling, y también del señor 
Subsecretario, ha sido muy importante y ha permitido un 
diálogo que siempre estuvo dirigido a encontrar solucio- 
nes. Según se me ha dicho, el señor Ministro ha dado totales 
garantías de seguridad para el desarrollo de la marcha. 


Creo que todos estos antecedentes son importantes, 
porque de alguna manera están demostrando que por un 
lado hay una parte de la sociedad que está dispuesta a 
dialogar, a conversar, a analizar en profundidad cada una de 
sus propuestas, y por otro lado, luego de haberme enterado 
de todo este proceso veo objetivamente que existe otra 
posición con los oídos bien tapados y con descalificacio- 
nes que no son buenas para una relación armónica entre las 
partes. 


Voy arecordar lo que aconteció el jueves próximo pasa- 
do en oportunidad de la visita del señor Ministro de Econo- 
mía y Finanzas, contador Alberto Bensión, cuando se dio un 
hecho más o menos similar con referencia a las propuestas 
-no cerradas, pero propuestas al fin- hechas con mucho 
esmero y responsabilidad por el Encuentro Progresista- 
Frente Amplio. Se me ha dicho también que quizá esto 
culmine en una denuncia en la OIT, en base al Convenio 
N* 87. Tenemos muy cerca a la ex Ministra de Trabajo y 
Seguridad Social, doctora Ana Lía Piñeyrúa. 


Asimismo, quiero destacar que esta especie de bumerang 
que ha tenido la Presidencia de la República con su resolu- 
ción, que respetuosamente califico como un error grave, ha 
significado un ensanchamiento de la movilización, ya que 
no solo el PIT-CNT va a estar presente, sino que también lo 
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estarán FUCVAM, ONAJPU, FEUU, la Mesa Coordinadora 
de Gremiales Agropecuarias -un sector social que acuerda 
aún parcialmente con las propuestas- y una fuerza política, 
que es nuestro Encuentro Progresista-Frente Amplio. Tam- 
bién es bueno dejar explicitado en esta Comisión Permanen- 
te del Poder Legislativo que la Dirección del PIT-CNT ha 
intentado -incluso lo ha hecho con éxito- dialogar con todas 
las partes involucradas. Lo ha hecho con el señor Ministro 
y con el Ministerio del Interior en su conjunto, con el Jefe 
de Policía de Maldonado, con la Policía Caminera, con 
comerciantes de Maldonado y con la Liga de Fomento de 
Punta del Este, con el Plenario Sindical de Maldonado y, sin 
duda, con otras instituciones de las que no tengo conoci- 
miento en este momento. 


Realmente, la impronta que le ha impuesto el señor 
Ministro del Interior atodo esto está demostrada de alguna 
manera en la actitud profesional, pero también política 
-porque todo está ligado con la política-, del Jefe de Policía 
de Maldonado, Inspector Mario San Pedro, responsable del 
operativo de seguridad establecido para el día de mañana. 
Dijo lo siguiente: "No hay intención de reprimir alos traba- 
jadores y ustedes lo verán en nuestra primera línea de 
contención”. Esto lo ha dicho también el señor Ministro, 
pero es importante que la persona directamente involucrada 
en el tema de seguridad, así lo establezca. Y agregó -y esto 
es un reconocimiento-: "Vine a Maldonado desde Montevi- 
deo y sé perfectamente que la central sindical es una orga- 
nización seria. Ellos tienen derecho a expresar su protesta, 
no hay discusión posible al respecto, y nosotros tenemos 
la obligación de cumplir con lo que disponen las autorida- 
des". Por supuesto que sí, más allá de que nosotros las 
consideramos equivocadas. 


Termino expresando que estamos preocupados. Estoy 
prácticamente seguro, conociendo al movimiento sindical y 
el pensamiento y la acción del Ministerio del Interior, que 
en el día de mañana todo se va a desarrollar como está 
previsto por la central de trabajadores y por el propio 
Ministerio, es decir, en forma absolutamente pacífica. Sin 
embargo, no es el camino prohibir cosas cuando no corres- 
ponde, sobre todo cuando se lesiona la Carta Magna, la 
Constitución de la República. En ese sentido, veremos 
hasta dónde llega la democracia en este país con esta 
actitud nueva del señor Presidente de la República. 


Tomo una frase dicha por un dirigente sindical, porque 
todos los que hemos defendido la democracia en nuestro 
país, todos los que hemos defendido las libertades y la 
Constitución, que somos los once integrantes de este Cuer- 
po y otros colegas que están presentes, somos realmente 
muy cuidadosos con la protección de nada menos que la 
libertad de los uruguayos. 


Voy a hacer llegar al señor Ministro tres preguntas muy 
simples. La primera refiere al basamento constitucional de 
la resolución del Presidente de la República; la segunda a 
la última parte del artículo 38, en lo que refiere a los motivos 
de riesgo contra la salud, la seguridad y el orden público; 
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y la última es si existe, además del anuncio verbal del señor 
Presidente de la República que ha hecho suyo el señor 
Ministro del Interior, algún decreto o acto administrativo 
que fundamente por escrito esta decisión. 


Digo esto porque, con el mayor de los respetos, creo que 
esto va a pasar a la historia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro del Interior. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señor Presidente: 
mis primeras palabras son para agradecer a la Comisión 
Permanente que me habilite a dar la opinión del Gobierno en 
un tema que, evidentemente, ha concitado el interés y la 
preocupación de buena parte de nuestra sociedad. 


La resolución de impedir que la marcha organizada por 
el PIT-CNT ingresara a Punta del Este fue tomada por el 
señor Presidente de la República, doctor Batlle, en mérito a 
lo dispuesto por el artículo 168 de la Constitución, que 
impone al Poder Ejecutivo el deber jurídico de conservar el 
orden y la tranquilidad en lo interior. 


Además, la Carta Orgánica Policial mandata a la Policía 
Nacional a mantener el orden público, que es definido como 
"el estado de hecho en el que se realizan los valores de 
tranquilidad y seguridad públicas; la normalidad de la vida 
corriente en los lugares públicos, el libre ejercicio de los 
derechos individuales [...].- Asimismo el servicio policial 
debe protección a los individuos, otorgándoles las garan- 
tías necesarias para el libre ejercicio de sus derechos y la 
guarda de sus intereses, en la forma que sea compatible con 
los derechos de los demás". 


A su vez, el numeral 3) del decreto sin número de 19 de 
octubre de 1946 dispone: "La autoridad policial debe adop- 
tar las precauciones debidas para la conservación del or- 
den. El orden público para la competencia de policía es el 
conjunto de condiciones en que se basa la normal convi- 
vencia colectiva, el equilibrio material que permite la coor- 
dinación en paz de la acción de las autoridades y de los 
particulares. La misión de la autoridad no es hacer policía 
de las ideas". Repito: "La misión de la autoridad no es hacer 
policía de las ideas". Prosigo: "Su fin es cuidar que no se 
produzcan desórdenes y perturbaciones, hacer prevención 
y represión de los hechos ilícitos para que exista normalidad 
en los escenarios públicos.- El derecho de reunión está 
garantido por el orden que da seguridad para todas las 
libertades y su ejercicio pleno puede lograrse sin agravio al 
Estado ni lesión de la sociedad con la mínima restricción de 
los demás derechos sin atentar contra el interés público". 


Entre las precauciones que debe adoptar la Policía en 
defensa del orden -que es el mantenimiento sin perturbacio- 
nes de la vida colectiva- cabe recordar las que permiten 
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conjuntamente la realización de reuniones, el funciona- 
miento sin irregularidades sensibles de los servicios públi- 
cos y la conservación en su esfera conveniente de todos los 
demás derechos. 


Continúa el numeral 3) del mencionado decreto sin nú- 
mero del 19 de octubre de 1946: "Así sin poner obstáculos 
al derecho de reunión procede como se ha impuesto en 
diversas oportunidades no permitirlas donde impidan o 
perturben el ejercicio de las funciones públicas [...]" -y su 
eficaz rendimiento, como por ejemplo, a la puerta de las 
oficinas administrativas durante el horario de trabajo- "O en 
lugares donde la paralización del tránsito puede provocar 
perjuicios serios a la población". Existen sitios apropiados 
adyacentes para llevar a cabo la manifestación pública y 
otros donde el público se congrega en ejercicio de derechos 
tan respetables como el de reunión, con fines ajenos al de 
la propaganda política. 


En su artículo 3”, el mencionado decreto dispone: "Las 
reuniones y manifestaciones públicas, se realizarán confor- 
me al plan de sus organizadores, en cuanto no apareje riesgo 
contra el orden público ni agravio al derecho de terceros, en 
la forma que cause menores inconvenientes al funciona- 
miento de los servicios públicos, a la normalidad de la vida 
colectiva y al ejercicio de las demás libertades”. 


Si el señor Presidente lo permite, pediría que el señor 
Subsecretario hiciera un comentario con respecto a la ley de 
1897, que ha sido referida por el señor Legislador Ibarra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor Subse- 
cretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR .- Señor Pre- 
sidente: es muy claro en nuestro derecho que el artículo 38 
de la Constitución de la República asegura el libre ejercicio 
del derecho de reunión; no hay ninguna duda de ello. Este 
artículo no existía en la Constitución de 1830 ni en la de 
1918; recién apareció en la normativa constitucional de 
1934, con el número 37, y luego pasó a ser 38. 


De acuerdo con este artículo, sólo se puede limitar el 
derecho de reunión por razones de orden público, seguri- 
dad y salud. Pero ¿cómo se puede hacerlo? Lo expresa 
claramente la Constitución y lo mencionó también el distin- 
guido señor Legislador Ibarra: en tanto exista una ley que 
interprete y reglamente este artículo de la Carta. 


Pues bien: existe una ley. Es del siglo XIX. Nos referimos 
a la a esta altura polémica Ley N* 2,499, de junio de 1897. 
Evidentemente, esta ley es anterior a la Constitución de 
1934. El señor Legislador Ibarra ha citado a constitucio- 
nalistas destacados y, por mi parte, mencionaré al doctor 
Justino Jiménez de Aréchaga, quien, en la página 62 y 
siguientes del Tomo II de su obra "La Constitución Nacio- 
nal", señala que, a pesar de que esta ley es anterior a la 
Constitución, perfectamente se puede tomar como interpre- 
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tación y reglamentación del actual artículo 38 de la Consti- 
tución. 


Esta posición también es sustentada por el constitu- 
cionalista Miguel Semino, quien en 1989 -mucho más cerca 
en el tiempo- publicó en el diario "El Día" algunas conside- 
raciones sobre el pedido que había hecho el PIT-CNT de 
derogar algunos decretos que imponían restricciones para 


reunirse en determinados lugares. 


Por lo tanto, esta ley, que es interpretativa del artículo 
38, está totalmente vigente y jamás ha sido derogada. A su 
vez, fue reglamentada por un decreto sin número del año 
1946, en el que se establecieron claramente las limitaciones 
que tiene el derecho de reunión cuando afecta primordial- 
mente el orden público. 


Este es el nexo entre el decreto que manejó y leyó en 
parte el señor Ministro y el artículo 38 de la Constitución de 
la República. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- ¿Me permite, señor 
Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR. .- Señor Presidente: 
el destino fijado por el PIT-CNT fue Punta del Este, ciudad 
balnearia con características geográficas muy particulares 
y que tradicionalmente atrae un importante número de turis- 
tas, especialmente extranjeros y muy especialmente argen- 
tinos. 


¿Qué es lo que busca cualquier turista en nuestras 
playas? Básicamente la buena infraestructura, el nivel de 
nuestra gente, playas y, sobre todo, tranquilidad, descanso 
y seguridad. ¿De qué forma se podrían afectar estos valores 
que hoy constituyen una fuerte ventaja competitiva frente 
a otras ofertas turísticas de la región? 


Sin duda alguna, la irrupción de más de ciento treinta 
ómnibus -en horas de la mañana escuché decir al dirigente 
del PIT-CNT, señor Castillo, que ya tenían en la lista ciento 
veintiocho ómnibus- y más de cien vehículos -seguramente 
más de cinco mil personas- en una zona poblada por turis- 
tas, generando todo tipo de trastornos -siempre y cuando 
no se produzcan desbordes de algunos de los miles de 
concurrentes, que se les escapen alos propios organizado- 
res y alas fuerzas policiales que colaborarán con la marcha-, 
constituye demasiado alto riesgo, que se corre más allá de 
la innegable voluntad de los organizadores de que esta sea 
una marcha pacífica y ordenada. 


Y si no fuera así y se generara alguna situación de 
violencia, ¿quién cuantifica el daño que se podría causar 
hasta a los propios trabajadores que año a año aprovechan 
esta actividad para trabajar? Si por razones no descartables 
se llegaran a producir incidentes -insisto- no queridos por 
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los organizadores ni por la Policía, y esta reunión en el 
principal balneario de América se constituyera en una refe- 
rencia noticiosa en los canales de televisión internaciona- 
les y en el resto de los medios de comunicación, ¿quién 
reparará ese daño y quien reparará a empresarios, comer- 
ciantes, operadores turísticos y trabajadores, al país en su 
conjunto? 


Obligación fundamental de un gobernante es prevenir, 
aun cuando se corra el riesgo de que no se comprenda o 
entienda que lo que se evita no se valora -lo que se evita no 
se valora-, y el señor Presidente ha querido con esta, su 
decisión, prevenir y evitar que valores tan apreciados como 
la seguridad y la tranquilidad de Punta del Este se desvalo- 
ricen, deprecien, empañen y desprestigien. 


A su vez, debemos preguntarnos: ¿el señor Presidente 
prohibió la marcha sindical? Fue muy preciso en que la 
misma podía llevarse a cabo en todos los lugares donde no 
se afecte la actividad turística, y en que podía concretarse 
en cualquier lugar de la ciudad de Maldonado. Por lo tanto, 
entendemos que no ha habido una limitación al derecho de 
libre circulación o de reunión. 


El señor Legislador Ibarra ha hecho algunas referencias 
con respecto a que con esta decisión del señor Presidente 
se estarían violando normas de la OIT. Me voy a permitir leer 
algunos casos, alguna jurisprudencia que emerge del Comi- 
té de Libertad Sindical, organización de la OIT, en el capí- 
tulo "Derechos de Reunión y Manifestación”. 


En el Informe 241, caso número 1285, párrafo 176, se 
determina: "Los derechos sindicales incluyen el derecho de 
organizar manifestaciones públicas. Si bien, cuando se 
pueda temer que se produzcan desórdenes, la prohibición 
de manifestaciones en la vía pública en los barrios más 
concurridos de una ciudad no constituye una violación de 
los derechos sindicales, las autoridades deberían hacer lo 
posible para entenderse con los organizadores de la mani- 
festación con objeto de permitir su celebración en otro lugar 
donde no se teman desórdenes". Otra resolución: "La exi- 
gencia de una autorización administrativa para celebrar 
reuniones y manifestaciones públicas no es en sí objetable 
desde el punto de vista de los principios de la libertad 
sindical. El mantenimiento del orden público no es incom- 
patible con el derecho de realizar manifestaciones, ya que 
las autoridades competentes pueden entenderse con los 
organizadores de la manifestación sobre el lugar y las 
condiciones en que se desarrolle esta”. Otra resolución: "Si 
bien el derecho de los trabajadores de organizar reuniones 
es un derecho esencial de la libertad sindical, las organiza- 
ciones quedan obligadas a respetar las disposiciones gene- 
rales sobre reuniones públicas, principio enunciado tam- 
bién en el artículo 8 del Convenio núm. 87, según el cual los 
trabajadores y sus organizaciones, al igual que las demás 
personas o colectividades organizadas, están obligados a 
respetar la legalidad”. Otra: "Las organizaciones sindicales 
deben respetar las disposiciones generales relativas a las 
reuniones públicas aplicables a todos, y observar los lími- 
tes razonables que pudieran fijar las autoridades para evitar 
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desórdenes en la vía pública". Otra resolución: "Corres- 
ponde al gobierno, como responsable del mantenimiento 
del orden público, apreciar si en determinadas circunstan- 
cias una reunión, inclusive de carácter sindical, puede 
poner en peligro la tranquilidad y la seguridad públicas, y 
tomar las medidas adecuadas para evitarlo". La última: "La 
obligación de seguir un itinerario previamente fijado para 
un desfile en la vía pública, no constituye una violación del 
ejercicio de los derechos sindicales". 


Con esto, queremos establecer muy claramente que el 
propósito del señor Presidente de la República, respaldado 
en normativas constitucionales, legales y reglamentarias, 
es prevenir que en un lugar como la ciudad balnearia de 
Punta del Este puedan confluir centenares de vehículos 
-hoy es una realidad- y miles de personas, que seguramente 
acompañarán la marcha, generando un estado de anormali- 
dad en el funcionamiento de un balneario que está pasando 
por una situación de crisis producto de circunstancias tan 
cercanas como las que está viviendo el hermano país de 
Argentina; en un balneario en el que, hoy, la tasa de 
ocupación no alcanza ni siquiera los niveles normales de 
otras temporadas y donde las expectativas de miles de 
trabajadores se han visto lamentablemente disipadas. Ade- 
más, los pocos miles de turistas extranjeros, fundamental- 
mente argentinos, que han venido a este país buscan lo que 
no están encontrando en su tierra: tranquilidad y seguridad. 


Creo que el señor Presidente de la República ha enten- 
dido su obligación preservar estos valores y que era perfec- 
tamente compatible la posibilidad de que las organizacio- 
nes sindicales se expresaran -aun para efectuar una fuerte 
crítica a la conducción económica del país-, que se hiciera 
esa concentración y esa proclama, respetando los derechos 
legítimos de los trabajadores, con las garantías que debe- 
mos dar a los miles de turistas que hoy están procurando 
tranquilidad y seguridad en Punta del Este. 


Estas fueron las razones por las cuales el señor Presi- 
dente de la República ha tomado la decisión a que se hace 
referencia. 


Con respecto a la pregunta del señor Legislador Ibarra 
en relación con cuál es la disposición constitucional en la 
que se basó, creo haber dado una respuesta en mi exposi- 
ción. 


Luego se pregunta sobre la invocación por parte del 
Poder Ejecutivo a la posible afectación del turismo en 
general en Punta del Este y, teniendo en cuenta que existen 
garantías, dispuestas por el artículo 38 de la Constitución, 
se pide que se señale cuáles son los fundamentos para 
argumentar motivos de riesgo. Creo que el señor Subsecre- 
tario, doctor Borrelli, ha respondido esta segunda interro- 
gante. 


En cuanto a que solamente se cuenta con la mera expre- 
sión verbal del señor Presidente de la República, esto 
emerge, evidentemente, de decisiones administrativas que 
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son comunicadas al señor Jefe de Policía de Maldonado, 
quien, a su vez, las trasmite a la dirigencia sindical; y 
también yo he transmitido, en un permanente diálogo que he 
tenido con los dirigentes del PIT-CNT, cuál ha sido la 
posición del señor Presidente en este tema. 


Quiero destacar -así se lo hice conocer a los dirigentes 
del PIT-CNT en la última reunión que tuvimos en el día de 
ayer- que durante el transcurso de todo esto, que nos ha 
tenido ocupados tanto a los dirigentes como al doctor 
Borrelli y a quien habla, siempre ha existido una capacidad 
de diálogo respetuoso que se ha mantenido hasta el día de 
hoy. Creo que es una expresión de madurez, política por un 
lado y sindical por otro, que demuestra que, aun discrepan- 
do y sustentando posiciones totalmente antagónicas, po- 
demos llegar a convivir con soluciones como las que se 
están llevando a cabo. 


También quiero destacar, como expresión de lo que hoy 
sienten el Ministerio del Interior y la Policía del departamen- 
to de Maldonado, que fueron muy precisas mis instruccio- 
nes al Jefe de Policía en el sentido de que en la primera línea 
de contención actuaran funcionarios policiales totalmente 
desarmados. Es una expresión de lo que pretendemos: que 
en esta marcha no ocurra ningún tipo de desborde y que 
mañana en la noche podamos estar todos satisfechos por la 
realización de este evento sindical. Creo que, fundamental - 
mente, va a ganar la imagen del país si la misma se realiza en 
las condiciones pretendidas por los sindicalistas, por un 
lado, y por el Gobierno, por otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Da Silva. 


SEÑOR DA SILVA.- Señor Presidente: vamos a dar nues- 
tra opinión en nombre de nuestro sector político, Desafío 
Nacional, encabezado por el doctor Juan Andrés Ramírez, 
en el entendido de que, como es público y notorio, en 
nuestro Partido -que es el partido de las libertades, en el que 
se respeta cada una de las opiniones- puede haber matices 
con respecto a estas medidas. 


Nosotros, que ponderamos y valoramos el diálogo y lo 
ejercemos permanentemente, con todas las partes, con los 
trabajadores, no sólo a través de la gestión que se puede 
estar desarrollando por parte de integrantes de nuestro 
sector en el Poder Ejecutivo, sino en forma particular, 
realizando estudios y compartiendo responsabilidades -por 
ejemplo, se está haciendo un estudio con la representación 
del PIT-CNT en el Banco de Previsión Social con relación al 
impacto que se tiene en materia tributaria-, hasta el momen- 
to no hemos encontrado argumento alguno que justifique la 
marcha que se va a desarrollar en el día de mañana. No 
vamos a tomar como valederos algunos argumentos que 
consideramos infantiles, como el de la lucha entre el oligar- 
ca capitalista neoliberal y extranjerizante que pelea contra 
el pobre obrero desempleado y sufrido. Siguiendo con los 
términos marxistas, puedo decir que eso es la antítesis del 
país que queremos y que estamos promoviendo permanen- 
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temente. No es ese el argumento que el PIT-CNT ha esgri- 
mido, gracias a Dios, y la responsabilidad de las autorida- 
des del PIT-CNT -que esperemos que se vea manifestada el 
día de mañana- nos va a permitir distinguirnos de lo que 
acontece en la región. 


Esperemos que el frente interno nacional nos distinga de 
lo que pasa en la región y podamos apelar a una manifesta- 
ción legítima de la clase sindical que sea pacífica en todas 
sus expresiones y nos permita distinguirnos de lo que pasa 
en Argentina. Eso es lo que permanentemente venimos 
tratando de incentivar en nuestro sistema institucional. 


Tenemos confianza en un Ministro como el del Interior, 
que siempre ha apelado al diálogo y lo ha demostrado, y no 
hemos encontrado ningún otro argumento para la realiza- 
ción de la marcha que no sea el de lograr un mayor impacto 
a través de la movilización; es el único argumento que 
hemos escuchado. Por el mayor impacto uno puede llegar a 
presuponer que habrá un daño adicional; todas las cosas 
que tienen un mayor impacto causan un daño adicional. 


Entonces, creemos que el Gobierno no prohíbe ninguna 
marcha; simplemente, trata de dirigirla a un lugar determina- 
do en base a las disposiciones legales que el señor Ministro 
del Interior ha explicitado. Nosotros también disponemos 
de alguna resolución de la OIT. Voy a dar lectura a una de 
ellas que no sé si el señor Ministro ha citado. Estas resolu- 
ciones se basan en denuncias que realizan organizaciones 
gremiales ante el Comité de Libertad Sindical, que es doc- 
trina en la OIT. Me refiero al informe 204, que dice: "Respec- 
to de las limitaciones que podrían imponerse alas reuniones 
y manifestaciones públicas, corresponde al Gobierno en 
tanto que responsables del mantenimiento del orden públi- 
co y en ejercicio de sus poderes de policía, apreciar si en 
determinadas circunstancias especiales una reunión, in- 
cluidas las de carácter sindical, puede poner en peligro el 
orden y la seguridad pública y tomar las medidas que se 
impongan. Si para evitar desórdenes, las autoridades deci- 
den prohibir una reunión en un lugar público, estas mismas 
autoridades deberán autorizar su celebración en otro lugar 
donde no se teman desórdenes, para preservar así el ejerci- 
cio del derecho de reunión”. 


Esto es doctrina; es la jurisprudencia de la OIT y es, 
básicamente, alo que se va a hacer referencia en la medida 
en que se haga la denuncia ante esta Organización. 


Nuestro Gobierno, como ha sido tradicional, va a tratar 
de garantizar el derecho de todos y eso se logra evitando los 
abusos de ese derecho. Esto está consagrado en el artículo 
1321 de nuestro Código Civil, que establece que el que usa 
su derecho no daña a otro; es el principio básico del 
derecho, es el principio "qui jure proprio utitur, neminem 
laedit", piedra fundamental de nuestro sistema jurídico 
tradicional y garantía de años y años de manifestaciones 
diversas. 


Creemos -por eso estamos a favor de la medida- que acá 
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puede llegar a darse un abuso de ese derecho que vulgar- 
mente conocemos con la máxima "Nuestro derecho termina 
donde empieza el derecho de los demás". Y acá tenemos una 
manifestación que, coincidiendo con las autoridades de la 
organización sindical en que la marcha debe ser pacífica, tal 
cual lo establecido, y confiando en ellas, va a afectar el 
derecho de los turistas, el de los trabajadores que atienden 
a los turistas, el de los agentes turísticos -que, invirtiendo 
su capital, están pasando una difícil situación- y a la eco- 
nomía nacional en su conjunto, porque no sabemos ni 
podemos dimensionar cuál será el impacto que tendrá, aun 
en el entendido de que será una marcha ejemplo de la 
relación entre el Gobierno y el movimiento sindical, que nos 
va a diferenciar de Argentina; será lo único que podamos 
rescatar como positivo, porque no hemos encontrado otro 
argumento que la justifique. 


Si estamos violando la Constitución en este caso, tam- 
bién lo hicimos en el festejo de las últimas elecciones, 
porque el derecho de reunirme donde yo quería se vio 
cercenado cuando nos dijeron que el Partido Nacional 
festejaba en determinado lugar de la capital, el Partido 
Colorado en otro y el Frente Amplio en otro lugar. Y yo no 
me vi violentado; simplemente entendí que quienes deben 
garantizar el mantenimiento del orden público habían en- 
contrado una modalidad que podía llegar a mantener la 
convivencia. 


Vamos a ejemplificar ese abuso de derecho por el absur- 
do a fin de que todos podamos suponer lo que podría llegar 
a pasar. Conocidas son las diferencias, los matices, las 
diferentes posiciones o supuestas rivalidades que existen 
entre los habitantes de los departamentos de Salto y 
Paysandú. ¿Qué pasaría si los trabajadores de Salto, basa- 
dos en su libertad de expresión y de reunión, realizaran una 
manifestación de carácter público -similar a la que se está 
promoviendo para el día de mañana- en la Semana de la 
Cerveza de Paysandú? ¿Sería o no un abuso de derechos? 
¿Es lógico o no? De la misma manera, a mi criterio, puede 
llegar a darse una situación en la que algunos trabajadores 
estarán incomodando y perturbando el desarrollo de las 
labores de otros que sólo tienen, en este caso, quince o 
treinta días para lograr alguna satisfacción en su remunera- 
ción. 


Nosotros apelamos a que mañana sea un día más y a que 
culmine con un ejemplo de tolerancia, para que los urugua- 
yos que pensamos de diferente manera podamos ponernos 
de acuerdo. Sin embargo, seguimos sin entender la marcha 
a Punta del Este; la podríamos llegar a comprender si se 
realizara por cualquier otro motivo. 


Entendemos y encontramos lógico que el Gobierno en- 
cauce la marcha hacia donde le parezca que podrían llegar 
a darse los menores problemas, para garantía de todos, 
inclusive de la propia organización sindical. 


Entendemos que no se prohíbe absolutamente nada y 
que la marcha estará garantizada, pese atodos los inconve- 
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nientes que padecerán, con cierta lógica, los proveedores 
y todo individuo que transite, no ya sólo por la península, 
sino por el departamento de Maldonado. 


Si realmente se hubiese querido impedir la marcha, no se 
les permitiría entrar; los ciento veinte ómnibus, más los 
autos, más la cantidad de gente que se dice que habrá, 
realmente incomodarán a mucha de la gente que por allí 
transite. 


Por lo tanto, nosotros apelamos nuevamente al diálogo, 
ala tolerancia y aevitar ese clima de "balotaje" permanente 
que volvemos a ver en este caso. 


No entendemos cómo el Frente Amplio, cómo un partido 
de su envergadura, que en la tarde de ayer estaba preocu- 
pado por la situación de la Cámara Uruguaya de Turismo, al 
punto que uno de sus representantes manifestó una serie de 
propuestas -con las que uno puede tener ciertas discrepan- 
cias y coincidencias-, puede llegar a apoyar una marcha de 
estas características, que excepto por el mayor impacto 
-que, por ende, tendrá un mayor daño adicional-, no tiene 
otra justificación. 


Para hablar contra la política económica del Gobierno, 
para hablar contra los Diputados blancos y colorados, para 
hablar contra quien sea, no necesariamente se tiene que 

" 


afectar el derecho de la gente que está trabajando, "a 
gatas", en el departamento de Maldonado. 


¡Eseso! Apelamos a que la marcha sea muy positiva y a 
que esto sea un episodio más de los que esperamos no se 
sigan dando en el transcurso de este período de Gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Fau. 


SEÑOR FAU.- Señor Presidente: tanto el señor Ministro 
del Interior como el señor Subsecretario han explicado 
mesurada y razonablemente la actitud que el Gobierno ha 
tomado respecto a esta marcha. 


Yo rescato el tono, y si se me permite el estilo, con que 
el señor Ministro y el señor Subsecretario depusieron ante 
esta Comisión Permanente, que, por otra parte, ha sido el 
tono y el estilo que el Poder Ejecutivo ha demostrado 
consecuentemente en todas las instancias en que debió 
participar en estos acontecimientos. Sin levantar la voz, sin 
crisparse, sin reivindicar alocadamente el principio de au- 
toridad, serena, reflexivamente, una y otra vez dialogó con 
el movimiento sindical para oír las argumentaciones que 
dicho movimiento tenía y, en la misma medida, para trasmitir 
honestamente cuáles son las profundas convicciones que 
hoy tiene el Gobierno sobre la inconveniencia de que esta 
marcha culmine en el lugar elegido por quienes la han 
organizado. 


Algunos Legisladores se preguntaban por qué se ha 
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elegido este lugar. Si no estoy equivocado, no hay docu- 
mento alguno de la central obrera en el que explique a la 
opinión pública por qué ha elegido ese lugar para realizar 
esa concentración. 


Ha habido algunas declaraciones de dirigentes sindica- 
les; desde mi punto de vista han sido tan infelices que no 
cometo el agravio a la central obrera de decir que esos diri- 
gentes expresaron el sentimiento colectivo del PIT-CNT. 
Tengo el derecho y la obligación de manejarme con los 
documentos que la central obrera elabore para saber cuál es 
su posición, y yo no conozco documento alguno en el que 
dicha central haya informado las razones por las cuales 
eligió Punta del Este para esta concentración. Reitero que 
no tomo como versiones oficiales las que algunos dirigen- 
tes dieron, porque, ahí sí, estarían cuestionados otros 
valores referidos al movimiento sindical, que entiendo no 
hay derecho a cuestionar. 


El señor Ministro explicaba -y yo creo que es bueno 
insistir- qué significa Punta del Este para el país. Asícomo 
hay zonas productivas especialmente valoradas y tenidas 
en cuenta, el país, que apuesta al turismo con fuerza y con 
ganas, ha hecho de determinados lugares un escenario de 
expectativas para que allí la actividad económica contribu- 
ya al bienestar general; y por eso ha impulsado políticas de 
valoración de determinadas áreas con ciertas característi- 
cas. Hay una política de turismo para la Ciudad de la Costa; 
hay una política de turismo para Punta del Este; hay una 
política de turismo para La Paloma; hay una política de 
turismo para el turismo rural; hay una política de turismo 
para el turismo termal. Y las hay en la medida en que estamos 
convencidos de que a través de esa actividad el país se 
puede beneficiar. 


Dentro de eso hay una política de turismo para Punta del 
Este. Puede haber uruguayos que le tengan simpatía o no, 
que les guste o no pasar allí sus vacaciones, que estén de 
acuerdo o no con los estilos o proyectos que se desarrollan 
en ese lugar; está en la posibilidad de cada uno manifestar 
sus gustos y sus deseos. Pero no hay duda alguna de que 
al país le sirve económicamente Punta del Este. Y le sirve 
porque a esa área geográfica del Uruguay le hemos preser- 
vado algunas características; y los hechos nos demostra- 
ron haber acertado, en la medida en que cuando se busca el 
ejercicio de una vacación lo que se trata de encontrar, 
fundamentalmente, es paz, es tranquilidad, es saber que se 
va a estar en un área en la que, luego de un año de trabajo, 
se puede pasar el período vacacional de la manera tranquila 
y pacífica a la que se tiene derecho. 


Eso es lo que ofrece la ciudad de Punta del Este; por eso 
al país le ha servido, le sirve y ojalá le siga sirviendo tanto. 
Y por eso se la defiende con esas características, que no 
tienen que ver con concepciones económicas o sociales, 
que admiten otros debates. 


Aquí hay un interés económico a salvaguardar. Y cuan- 
do se habla del interés económico a salvaguardar, ¿de qué 
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estamos hablando? De la gente, porque, en definitiva, la 
economía sirve si su objetivo es la gente. Y así lo entiende 
la sociedad de Punta del Este en sus distintas manifestacio- 
nes, a nivel de empresarios y de trabajadores. 


Salvo un empresario, notoriamente simpatizante de la 
fuerza política que acompaña esta marcha, todo el resto del 
mundo empresarial de Punta del Este y los sindicatos más 
representativos de la zona se han manifestado en contra del 
lugar elegido para esta concentración. 


No creo que haya sindicatos mejores que otros, o que 
haya sindicatos dignos y otros no tanto; el movimiento 
sindical, como tal, es todo digno, más allá de que uno 
coincida o no con algunas de sus apreciaciones y decisio- 
nes. Sí puedo decir que dentro de esa igualdad sindical, que 
reconozco, puede haber algunas organizaciones sindicales 
más representativas que otras, no por la forma de elección 
de sus dirigentes, sino simplemente por el elemento numé- 
rico, que tiene su incidencia por el sector social que repre- 
senta. Así, en el país, entre los organismos sindicales 
fuertes, está el que reúne a los empleados bancarios o el que 
nuclea alos funcionarios de UTE. Estas dos organizaciones 
sindicales, cuya representatividad nadie discute, en el de- 
partamento de Maldonado manifestaron públicamente su 
preocupación por que la marcha se realice en Punta del Este. 
No es, entonces, la llamada burguesía la que se alarma 
porque los trabajadores lleguen a Punta del Este; no pasa 
por allí el análisis de la situación. Son los trabajadores del 
gremio bancario y de los servicios públicos de UTE quienes 
ven comprometida una zona económica del país que repre- 
senta una fuente laboral importante. Y si seguimos con 
atención los informativos, habremos visto la enorme canti- 
dad de personas, trabajadores todos, de la gastronomía, del 
transporte, de los servicios, de la hotelería, que simultánea- 
mente se han pronunciado en contra del lugar elegido para 
esta concentración, pese a lo cual seguimos sin tener un 
documento explicativo de la organización que tiene a su 
cargo esta marcha y concentración, en el que nos diga por 
qué eligieron Punta del Este. 


¿Está mal que un Estado defienda una zona de estas 
características con esta fuerza y con esta convicción? No, 
porque esto lo hacen todos los países del mundo, los de 
orientación socialista y los de orientación capitalista, que 
defienden el trabajo de su gente y saben dónde se hacen 
determinadas cosas y dónde se hacen otras. 


El mundo tiene aún hoy países organizados sobre las 
verdades únicas y, en tanto verdades únicas, partidos 
únicos, movimientos sindicales únicos, organizaciones 
sociales únicas, que tienen como práctica las sucesivas 
concentraciones donde escuchan a sus líderes, fundamen- 
talmente a uno, y lo hacen eligiendo los lugares que mejor 
contribuyen al desarrollo de esa manifestación pública. 
Simultáneamente, desarrollan una política para atraer el 
turismo, fomentan los grandes hoteles, los hoteles cinco 
estrellas, con lujos, con comodidades, con suntuosidades, 
y a ninguno de los responsables de estos movimientos 
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políticos o sindicales únicos se les ocurre ir a reunirse a la 
zona de los hoteles cinco estrellas, porque esa zona la 
reservan para el turismo internacional que elige ese país, 
que hace abstracción de su organización política, económi- 
ca y social, que no le interesa que haya un solo partido, que 
no le interesa que haya una sola organización sindical, que 
no le interesa que la oposición no se pueda manifestar, que 
no le interesa que no haya libertad de prensa, que no le 
interesa que no haya libertad de reunión, pero sí le interesan 
los hoteles y las playas que en ese lugar existen. Y el 
Gobierno, como tiene la mínima inteligencia para darse 
cuenta de eso, hace vivir a sus visitantes tranquilamente, 
pacíficamente, para que vayan a esas playas, sabiendo que 
todo lo que ocurre en el resto de ese país no va a incidir en 
las ventajas que como turismo esa República ofrece. 


Discrepo radicalmente con las ideologías que orientan a 
estos países, pero me parecen muy sanas y sabias las 
políticas de protección de sus áreas turísticas para que lo 
que no logran con la economía tradicional, lo alcancen a 
través de la actividad del turismo colmando sus capacida- 
des hoteleras. 


Eso es lo que queremos hacer en el Uruguay. ¿Por qué 
allá existe el derecho a tener esas prácticas y no las tenemos 
nosotros? Lo que queremos es que Uruguay siga teniendo 
un lugar donde la gente pueda trabajar; donde la gente 
tenga su zafra, así como la tienen otros trabajadores; donde 
puedan vivir durante el año, en buena medida con más 
tranquilidad, con lo que pudieron ganar en Punta del Este. 
Y si Punta del Este pierde esas características, si deja de ser 
un lugar pacífico, si deja de ser un lugar donde se es ajeno 
alo político, a lo sindical y a todas las preocupaciones, se 
perjudicarán los que dejen de venir a Punta del Este porque 
perderán lo que este balneario ofrece, pero los que se van 
a perjudicar en mayor grado son los trabajadores de 
Maldonado, de San Carlos, de Aiguá, de Treinta y Tres, de 
Lavalleja o de Rocha que van a trabajar a Maldonado por las 
ventajas que ofrece Punta del Este. Y eso es así; no tiene 
dos explicaciones. 


Entonces, lo que estamos defendiendo aquíes eso. ¿Qué 
tiene que ver en esto el problema constitucional, legal o 
reglamentario? Este Gobierno, fiel a sus convicciones más 
íntimas, proclama irrenunciablemente su adhesión a todos 
y cada uno de los derechos consagrados en la Constitución, 
entre ellos el derecho de reunión y el de movimiento. Por 
estar convencido de que todos los uruguayos tenemos 
derecho areunirnos y a movilizarnos dentro del territorio de 
la República, el Gobierno ha hecho todos estos esfuerzos de 
diálogo, de conversación, de búsqueda de entendimiento. 
Porque lo que no está en discusión es el derecho de reunión; 
lo que no está en discusión es el derecho de desplazarse 
libremente por el país. Y eso Uruguay no lo discute, su 
Gobierno no lo discute, su Gobierno no lo cuestiona, su 
Gobierno lo respalda, su Gobierno quiere que se pueda 
ejercer el derecho de reunión y el de moverse donde se 
quiera dentro del país. Lo que le quiere explicar razonable- 
mente al movimiento sindical es la inconveniencia de que 
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ese derecho se ejerza en ese lugar; esaes la única razón. Por 
tanto, aquí no hay debate sobre la constitucionalidad o 
legalidad de estas normas, porque en cuanto a la Constitu- 
ción y ala ley integramos un partido cuya figura ideológica 
mayor fue tildado como el fanático de la legalidad. Enton- 
ces, tenemos una historia que nos obliga a un sentimiento 
de adhesión a estos valores superiores como son el derecho 
de reunión y el de libre movimiento. Así lo ha entendido 
pacíficamente la sociedad uruguaya en más de una instan- 
cia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Nin Novoa) 


- Me voy a permitir citar algún ejemplo que, aunque 
pequeño, creo que va a contribuir a que podamos entender 
estas situaciones. No puede haber en la democracia cosa 
más importante desde el punto de vista político que sus 
partidos políticos. Y, para los partidos políticos, quizás no 
haya cosa más importante que el derecho de reunión, de 
poder decir públicamente a la gente sus ideas y sus pro- 
puestas. Y no debe haber nada más importante para un 
partido que culminar su campaña electoral con el gran acto 
final. Acá, en el Uruguay, ¿los partidos políticos hacen su 
acto final donde se les antoja o lo hacen donde se lo permite 
la autoridad? ¿No hemos sido testigos, todos, de que la 
autoridad dice que al partido tal le corresponde manifestar 
desde la calle Ejido hacia el este, y al partido cual le 
corresponde manifestar desde la calle Río Negro hacia el 
oeste? Es la autoridad la que determina el lugar de la 
reunión, y ¿algún partido se agravió? ¿Algún partido pro- 
testó? ¿Algún partido le dijo al Gobierno que violaba el 
principio constitucional del derecho de reunión? No. Lo 
que el Gobierno hacía, porque estaba en su obligación 
primaria y elemental, era asegurar el orden público. Si todos 
los partidos manifestaran en el mismo lugar, el orden públi- 
co estaría comprometido y no se podría ejercer el derecho 
de reunión. Para que se pueda ejercer el derecho de reunión, 
la autoridad dice: "Ustedes se reúnen acá; ustedes lo hacen 
allá y ustedes lo hacen en tal otro lado". Esto lo hemos 
aceptado pacíficamente. 


Por lo tanto, busco desdramatizar la situación. No esta- 
mos frente a una situación de desconocimiento de un dere- 
cho básico consagrado en la Constitución; son nuestras 
prácticas las que nos llevan a saber que estos derechos 
deben tener también una racionalidad. En las manifestacio- 
nes deportivas, a pesar del derecho de reunión para delei- 
tarnos observando un partido de fútbol, ¿todas las zonas 
son públicas para todos? ¿No hay zonas de exclusión que 
la autoridad establece para asegurar el orden público? ¿No 
se determina en qué lugares va una hinchada y en cuáles la 
otra? ¿Alguna vez esto se cuestionó como un atentado al 
derecho de reunión consagrado en la Constitución? No. 
Para que los uruguayos amantes del deporte se puedan 
reunir y deleitar con una competencia deportiva es bueno 
que unos estén mirando el partido de un lado y otros lo 
hagan del otro. Esto ha sido así y nadie se ha levantado 
contra la autoridad para señalar que se estaba desconocien- 
do el derecho de reunión o, en el caso de la zona de 
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exclusión, el derecho al libre traslado dentro del territorio 
del país. 


Por eso, con estas reflexiones busco desdramatizar el 
debate y ubicarlo en sus debidos términos. Yo estaría del 
lado de los preocupados si hoy el Gobierno nos hubiera 
dicho que lo que se está limitando es el derecho de reunión. 
Pero lo que vino a decir es que quiere que se ejerza el 
derecho de reunión, que se haga sin problemas y sin riesgos 
y, por tanto, plantea civilizadamente al movimiento sindical 
cómo hacerlo. Este tema es tan de sentido común y de 
racionalidad, por sobre todas las cosas, que los documen- 
tos de la Organización Internacional del Trabajo -de cuya 
sana intención no se puede dudar, porque si alguna vez se 
ha cuestionado a esa Organización no es porque se volcara 
más para el lado de los empresarios, sino porque lo hacía 
para el lado de los trabajadores- a que dio lectura el señor 
Ministro, señalan la necesidad de que los movimientos 
sindicales comprendan que a veces, para mejor ejercer sus 
derechos, la autoridad tiene derecho a establecer alguna 
limitación. 


Entonces, esto no se trata del Partido Colorado ni de la 
coalición blanquicolorada tal como a veces se plantea, 
despectivamente y con ánimo descalificatorio. No; se trata 
del sentido común y la racionalidad. Es el deseo de que 
alguna gente que eligió vivir en paz en Punta del Este, viva 
en paz, y que miles y miles de trabajadores puedan reunirse, 
leer sus proclamas, manifestarse, criticar al Gobierno y decir 
todo lo que quieran, si así lo desean, pero equilibrando los 
derechos que tienen unos y otros. Hay más de 170.000 
kilómetros cuadrados para que la central obrera haga sus 
manifestaciones. Esto es lo que el Gobierno pretendió: que 
nos entendiéramos mutua y recíprocamente. Este no es un 
problema ideológico ni político, sino de sentido común. Así 
lo planteó el Gobierno y también hoy, en la Comisión Perma- 
nente, lo hicieron tanto el señor Ministro como el señor 
Subsecretario. 


El señor Legislador Ibarra dijo que estaba preocupado. 
Yo le puedo decir, señor Legislador Ibarra -permítame, 
señor Presidente, que me aparte del Reglamento y me dirija 
en forma personal a un Legislador-, que usted puede estar 
tranquilo, que no tiene por qué estar preocupado. El Gobier- 
no de la República, en el marco de la Constitución, en el 
acatamiento fiel a la ley, va a hacer todo lo que tenga que 
hacer para que en este país los derechos se puedan ejercer; 
y entre ellos está, obviamente, el de reunión. En un Estado 
democrático esas preocupaciones no caben, y es por eso 
que damos estas tranquilidades. 


Pero luego se preguntó algo que sí me causa una preocu- 
pación mayor, y es hasta dónde llega la democracia. Seño- 
res: en este país la democracia no llega, la democracia está. 
No hay un proceso que nos conduzca a la democracia; 
nosotros estamos en la democracia y no aceptamos esas 
relativizaciones que pretenden cuestionar o, en cierta me- 
dida, mediatizar la voluntad y el ejercicio de los derechos 
democráticos en este país. Por tanto, no hay que hacer 
pruebas para saber hasta dónde llega la democracia. En este 
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país no hay que hacer experiencias democráticas; en este 
país lo que rige es una democracia a pleno, donde todos nos 
sentimos capaces de ejercer nuestros derechos, donde 
todos nos sentimos en condiciones de ejercer todas y cada 
una de nuestras libertades. Pero, en la misma medida, todos 
tenemos que asumir que estos derechos y libertades, para 
que lo sean, también implican algunas obligaciones. Y esto 
es lo que hoy estamos defendiendo aquí, en el país. 


Por eso, lo importante es la dosis de racionalidad con 
que adoptemos esto, teniendo en cuenta lo difícil que 
resulta pronunciarse sobre una decisión sindical cuando 
ella no ha sido explicitada y no hay un documento que diga 
al país por qué se eligió ese lugar. Estas circunstancias no 
están mal para defender ciertos valores. Sé que en nuestras 
sociedades, y en la nuestra en especial, todavía existen 
algunos bolsones que miran con desdén ciertos valores de 
la Constitución, de la ley y de la libertad. Hay quienes 
hablan de las libertades burguesas, de los derechos bur- 
gueses y, en definitiva, aceptan esta institucionalidad nues- 
tra porque existe, pero en el fondo tienen el convencimiento 
de que esto responde a una clase o a una visión determinada 
de la sociedad. Y esto no es así: ni los derechos, ni las 
libertades, ni las democracias son burguesas ni proletarias; 
simplemente son democracia, libertad, derechos y garan- 
tías. Esto es así y es lo que defendemos hoy, aun bajo el 
riesgo del desdén o de la burla por seguir creyendo en estas 
cosas. La pena de todo esto es que los que nos miran con 
desdén cuando proclamamos estos valores terminan siendo 
nuestros aliados cuando estos valores se pierden, porque 
recién en ese momento se dan cuenta de lo que estas 
"libertades burguesas" -así llamadas por ellos- significan 
para la vida pacífica de la sociedad uruguaya. 


Nos acompañan en esto ilustres pensadores que, en 
definitiva, son la fuente de nuestro pensamiento liberal 
político, que es el que nutre todo el andamiaje institucional 
del país. John Locke, a quien se adjudica haber sido la 
expresión del principio de la legítima resistencia a la opre- 
sión, dijo una vez: "Ser libre es estar sometido a la ley". Para 
un pensamiento liberal como el nuestro, este es un valor 
fundamental. La libertad está asegurada mientras estemos 
sometidos a la ley. En una sociedad que no tiene ley, no hay 
mujeres ni hombres libres. A todo esto, Kant agregó que la 
libertad no consiste en que no haya ley, sino en que mande 
la ley y no la voluntad de otro. Ese es el valor esencial: lo 
importante es que esa ley ordene y disponga en la medida 
en que esa es la voluntad jurídica de un país democrático y 
un Estado institucional. 


Por eso, digo que si se me ha dado la ley para convivir, 
me siento libre, y el que no tiene ley, se debe sentir esclavo. 
En definitiva, esos son los valores que defendemos. Por 
suerte, en este país la ley se acepta y la ley manda, porque 
todos nos sentimos partícipes en suelaboración: participa- 
mos ejerciendo el derecho de iniciativa a presentar una ley, 
participamos cuando sometemos a referéndum las leyes 
emanadas del Poder Legislativo, cuando participamos en 
los plebiscitos que reforman la Constitución de la República 
o cuando se elabora la propia ley, a través de los represen- 
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tantes que legítimamente hemos elegido. Como las leyes en 
este país tienen ese origen, todos sentimos que mandan. Y 
como las leyes mandan y tienen ese origen, nosotros nos 
sentimos hombres y mujeres libres. 


Esto es lo que está planteado hoy en el país como debate 
y en lo que tenemos que centrar la discusión. Yo me sentiría 
feliz si, asumiendo cada una de nuestras responsabilidades, 
conociendo la pluralidad de nuestras convicciones y los 
compromisos de cada uno de nosotros, llegáramos a enten- 
der esto que, reitero, no es político, no es ideológico ni 
filosófico. Aquí, en definitiva, lo que tenemos que tratar de 
defender es que un grupo de uruguayos pueda seguir 
siendo feliz; porque la felicidad también pasa por tener un 
buen trabajo y un buen jornal. Y a muchos uruguayos el 
buen trabajo y el buen jornal se les asegura en esa zona 
balnearia. Eso es lo que estamos defendiendo con la Cons- 
titución, con la ley, con los derechos individuales y con la 
gente, con esa gente trabajadora que ha dicho al movimien- 
to que la representa que está equivocada, que tiene que 
cambiar su rumbo y que pueden hacer la marcha en cualquier 
lugar del país, menos en Punta del Este. 


SEÑOR PRESIDENTE (don Rodolfo Nin Novoa).- Tiene 
la palabra el señor Legislador A gazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: en el día de ayer, 
por primera vez, presencié una llamada telefónica del señor 
Presidente de la Comisión Permanente al señor Ministro y 
quiero decir que me impactó la sencillez y la facilidad con 
que se desarrolló, que condice con el tono y el estilo que 
recalcaba el señor Senador Fau. Realmente, quiero resaltar 
esto porque es algo a cultivar y a reproducir. No en todos 
los casos es así y sería deseable que siempre lo fuera. 


Haciendo alguna observación previa, quiero decir que 
este tema de la marcha del PIT-CNT y las consecuencias que 
está teniendo, lo quiero discutir hoy, en el Uruguay que 
actualmente tenemos; no lo quiero discutir en el futuro. 
Cuando tengamos una ley de turismo que establezca zonas 
de desarrollo turístico, cuando eso lo tengamos discutido 
y normado, podremos debatir las cosas de otra manera. Hoy 
no se puede comparar la situación del Uruguay, que no ha 
definido otra extraterritorialidad que la de las zonas francas, 
con la de otros países que tienen desarrollo, inversiones y 
capacitación turística y una actividad muy importante, como 
la que deseo que tengamos nosotros; estamos dispuestos 
a discutir normas que todavía no existen. No quiero discutir 
el tema de Punta del Este en el Uruguay del futuro, tal como 
en algún sentido fue planteado aquí por el señor Senador 
preparlante. 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Cid) 


-Tampoco quiero discutir cómo fue que el PIT-CNT, 
como organización, llegó a esta resolución. Cada uno de los 
sindicatos que lo integran habrá tomado la resolución que 
creyó más oportuna; como representante político no me 
compete introducirme en esas opiniones. 
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Asimismo, no me corresponde resolver por dónde hacen 
la marcha. Tengo claro que no puedo pedir cuentas a nadie 
en este país con relación a cómo decide hacer sus cosas ni 
qué lugar del territorio cree que es más conveniente para lo 
que hace. Si tuviera alguna duda en ese sentido, me remitiría 
al PIT-CNT y le preguntaría por qué la hacen en Punta del 
Este. Supongo por qué la harán, pero creo que no es tema 
de debate aquí. 


Considero que en el Uruguay está garantido el derecho 
de reunión pacífica y sin armas en la Constitución de la 
República; como fue dicho aquí, sólo una ley puede regular 
esto y tiene que ser por razones contundentes. Inclusive 
-como decía el señor Subsecretario-, aun en el supuesto de 
que la Ley N* 2.499 se pueda tomar como regulatoria de lo 
que establece la Constitución promulgada treinta y cinco 
años después, esa ley de 1897 disponía el aviso previo y 
únicamente en el caso de reuniones nocturnas establecía el 
permiso; sólo hablaba en el artículo 3” de la facultad de 
suspensión en caso de epidemia o en situaciones extremas. 
Quiero recordar que esta ley se promulgó el 28 de junio y el 
25 de agosto asesinaron al Presidente de la República. 
¡Tales eran aquellos tiempos! Pocos meses después de 
muerto Idiarte Borda se dio el Pacto de la Cruz. Y en aquellos 
tiempos la revolución de Aparicio Saravia fue por la demo- 
cracia, por la representación proporcional. Se trataba de 
problemas que estaban en el tapete y se manifestaban de 
aquella manera. Me parece que lo que estaba escrito y se 
interpretaba en esa época, hoy debemos interpretarlo a la 
luz de los años que estamos viviendo. De todas formas, esto 
lo cambió la Constitución de 1934. 


Quiero decir que la prohibición de la marcha en Punta del 
Este -es cierto que la movilización no fue prohibida, sino 
que fue limitada; lo que se prohibió fue hacerla en ese 
balneario- es del 16 de enero, cuando la resolución del 
PIT-CNT de realizarla fue de un mes antes, del 12 de diciem- 
bre, y ya había comunicaciones y se estaban coordinando 
acciones de la central obrera con el Ministerio del Interior. 
Esto fue un cambio de timón que fue caracterizado por 
juristas y políticos de los distintos partidos -aquí fueron 
mencionados algunos-, ya sea por los fundamentos jurídi- 
cos y legales, por las consecuencias posteriores de esta 
limitación del derecho de reunión, o por los sentimientos 
que loimpulsaron. En realidad, fue caracterizado como algo 
negativo para el país. Yo me sumo a eso. Creo que esto no 
es coherente con el estilo de convivencia pacífica que 
estamos llevando en estos años y que nadie quiere alterar. 


Se aducen razones de orden público. Ahora bien: el 
orden es algo que aparece como necesario cuando se mani- 
fiesta el desorden. En realidad sería grave que hubiera 
desórdenes en Punta del Este, pero esa no es una razón 
lógica para hacer la reunión en otro lado, porque ¿el orden 
en otro lugar no importa? En definitiva, sea en Punta del 
Este o en otro sitio, hay que crear un clima de diálogo y de 
coordinación entre los responsables de la seguridad de la 
marcha y el Ministerio del Interior para que no haya desor- 
den en ningún lado. 
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Me parece que los fundamentos de la decisión que tomó 
el señor Presidente de la República -aquí quedó claro que 
fue él quien la adoptó- son de temor a lo que pueda pasar, 
de prevención, de precaución excesiva, de miedo al abuso 
y al desorden, abuso y desorden que hoy no existen en 
ningún lado y no tenemos por qué temerlos. En todo caso, 
toda la historia de la central obrera se ha caracterizado por 
hacer manifestaciones pacíficas y democráticas y también 
por hacer propuestas. Si es válido el argumento de que en 
Punta del Este se ocasionarían obstáculos por la moviliza- 
ción de ciudadanos, eso es cierto en cualquier lado. Cuando 
hay un partido de fútbol y se hace una manifestación 
posterior también es molesto. Cualquier manifestación pú- 
blica es molesta para alguien en alguna medida, pero el 
hecho es que las manifestaciones públicas están permitidas 
en este país. Insisto: en nuestro país hasta ahora no hay 
ninguna extraterritorialidad, ni siquiera en Punta del Este; 
no la hay hasta que lo discutamos y lo resuelva el país, y es 
un tema interesante a debatir. 


En suma, la manifestación del plenario obrero está sujeta 
a derecho y legalidad y entiendo que su limitación es 
antidemocrática. Decir que la marcha cambia el clima del 
país -no quiero endilgar esto al señor Ministro que está con 
nosotros, pero se ha dicho- es desproporcionado con la 
calidad de la medida. He participado en manifestaciones de 
trabajadores en Punta del Este. Todos nosotros hemos 
participado en manifestaciones de algún tipo que, en algu- 
na medida, han limitado derechos de los ciudadanos. Como 
dije, he participado en manifestaciones en Punta del Este y 
no pasó nada; ello es así en la medida en que la manifesta- 
ción tenga un objetivo claro y una buena organización. En 
realidad, lo que crea un clima tenso es la excesiva preven- 
ción. Esta marcha tenía un clima, y después de su limitación 
tiene otro. Algunos de nosotros, que quién sabe si íbamos, 
ahora estamos obligados a ir para ayudar a la convivencia 
democrática, para ayudar a garantir, para estar presentes. 
Se ha creado un clima de confrontación a raíz de la prohibi- 
ción, que -reitero- no estaba instalado antes. 


Quiero decir que esto no condice con la política general 
que viene llevando adelante el Ministerio del Interior, con 
las comisiones vecinales, con el tratar de incluir la seguri- 
dad como un tema de la ciudadanía. Sin quererlo, sin funda- 
mento, va a haber dos vecinos: uno de uniforme y el otro, 
un trabajador, que van a estar enfrentados; ninguno de los 
dos lo quiere. Y nosotros tuvimos oportunidad de discutir 
muchas de las causas de la problemática que se está vivien- 
do en el país. Hoy no quiero hacer centro de esto, pero 
quiero decir que las empresas siguen cerrando -y se puede 
preguntar a los empresarios qué piensan al respecto-; que 
los desocupados siguen aumentando; que los 
asentamientos siguen creciendo; que los carritos, que eran 
dos mil, en tres años pasaron a ser siete mil; que el equipo 
económico se desvela tras el equilibrio del Presupuesto -lo 
cual está bien- mientras la sociedad se desequilibra. Podría- 
mos hablar mucho de estos temas, pero de todas maneras la 
central de trabajadores adoptó una serie de resoluciones 
relativas a la conducción económica nacional, lo que es tan 
lícito como discutible en nuestro actual estado de derecho. 
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Nuestra fuerza política adoptó una resolución relativa a 
rechazar la prohibición de la marcha; nuestra indeclinable 
vocación democrática. 


En realidad, se habla de otros temas que quiero plantear 
en este ámbito. Se habla de denuncias telefónicas, de actos 
vandálicos importados de Argentina, donde lamentable- 
mente todos vimos cómo se han desarrollado. Si eso suce- 
diera en una marcha organizada por el PIT-CNT, sería res- 
ponsabilidad de los organizadores de la marcha; no es 
concebida ni ha sido planteada como una manifestación 
internacional. Esta es una manifestación de los trabajado- 
res uruguayos. Y si el Ministerio del Interior tiene datos 
sobre posibles infiltrados, tendrá la madurez para manejar- 
los, pero no pueden ser utilizados como excusa. Si se 
conocen esas cosas, se debe hacer algo para mejorar la 
convivencia pacífica de los uruguayos que todos queremos 
defender. No se puede repetir lo que no se conoce o aquello 
de lo que no se está seguro. También puedo decir en el 
mismo sentido -y todos lo vimos en los canales de televi- 
sión- que muchos argentinos que están veraneando en 
Punta del Este y en Piriápolis han manifestado que están de 
acuerdo con que en Uruguay haya movilizaciones en contra 
de la realidad económica y social que estamos viviendo. 


En Uruguay tenemos tradición de movilizaciones. Pro- 
bablemente -reitero- todos los que estamos aquí hemos 
participado en algún tipo de movilización, dentro de la ley, 
dentro de la democracia y dentro de la paz. Es cierto que hay 
que tener cuidado con las provocaciones de todo tipo. A mí 
también me afligen mucho los macropiqueteros, los bancos 
que evaporan los ahorros, las grandes empresas privadas 
que brindan malos servicios y suben las tarifas. Esto no 
solo pasa en Argentina; en algunos casos ya nos está 
pasando acá. Corre riesgo nuestro patrimonio con los 
macropiqueteros -yo les llamo así-, y esos son los que no 
hacen reuniones públicas, no molestan. 


Estoy de acuerdo en preservar el turismo conforme a las 
normas establecidas en el país, que tenemos que discutir y 
promulgar. También digo que hay que preservar la 
agroindustria nacional que se está desarticulando, que 
tenemos que preservar las fábricas y los puestos de trabajo, 
cuya desaparición en estos momentos está siendo conse- 
cuencia de políticas económicas que están en el debate 
nacional. 


Hoy nos aflige -se puede opinar que la marcha está mal 
o bien elegida, que se está de acuerdo o no; se puede ser del 
Gobierno o de la oposición- pensar que, si no garantizamos 
la libertad de reunión, la libertad de manifestarnos, todos 
vamos a sufrir las consecuencias. Lo que queremos hoy es 
afirmar esto. 


Es lo que quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Legis- 
ladora Rondán. 


23 de enero de 2002 


SEÑORA RONDAN-- Señor Presidente: en algunos as- 
pectos coincido con el señor Legislador Agazzi. Lo primero 
que hice -como vieja docente que soy- fue plantearme qué 
quiere decir el término "prohibir". Todos lo sabemos, pero 
me parece bueno recordarlo. Por eso un compañero me ha 
alcanzado un diccionario. Y, textualmente, "prohibir" signi- 
fica: "vedar o impedir el uso o ejecución de una cosa". Por 
eso digo que en algún aspecto estoy de acuerdo con el 
señor Legislador en el sentido de que la marcha no ha sido 
prohibida. Eso es cierto y me importa mucho que quede 
constancia de ello: no hay prohibición de la marcha. Eso es 
lo primero. 


Lo segundo que quiero señalar es que todos nosotros 
-también como decía el señor Legislador Agazzi- en el 
transcurso de nuestra vida política, y algunos en su vida 
sindical, hemos participado en múltiples marchas. Como 
organizadores de actos políticos nunca los hemos hecho 
donde se nos antojó. Pero me voy a remontar al pasado. 
Cuando el Gobierno Departamental de Montevideo estaba 
en manos del Partido Nacional, era tradición de la Lista 15 
-y el señor Secretario Catalurda debe recordarlo- hacer sus 
actos en la Explanada Municipal. Sin embargo, en esa opor- 
tunidad, no por prohibición de los compañeros del Partido 
Nacional, se estableció que no podíamos hacer un acto de 
dicha lista en ese lugar. No pasó nada; nadie se sintió 
lesionado por eso, porque hay una serie de normas que 
regulan determinadas acciones de los ciudadanos y las 
ciudadanas. No puedo hacer una reunión en cualquier lugar 
que yo quiera, porque eso va contra las normas de la 
convivencia natural y normal y contra el desarrollo, el 
devenir común de la ciudad, cualquiera sea esta. Entonces, 
pensar que se puede hacer una reunión política partidaria o 
de carácter sindical donde se quiera, es equivocado. Eso no 
ha sido así. Quise citar ese ejemplo del pasado porque me 
pareció interesante decirlo. 


También comparto con el compañero Legislador Agazzi 
que nosotros no somos quiénes para decir qué debe decidir 
el PIT-CNT, porque es una organización que tiene sus 
autoridades, sus representantes, y tiene derecho a decidir 
qué hacer y cómo hacerlo. Al mismo tiempo, también creo 
que no debemos participar de esos movimientos porque, 
hoy por hoy, cada uno de nosotros no es un integrante de 
un gremio, sino un Legislador. 


Sin duda, se trata de una expresión de protesta, legítima 
para quienes piensan que la conducción de la política 
económica del Gobierno no es la que se debería tener. Es una 
protesta legítima y cada uno tiene derecho a manifestarse 
porque, como decía el señor Legislador Fau, aquí hay una 
democracia plena. Ahora, yo me pregunto: ¿dónde está el 
Gobierno? ¿Dónde estamos quienes integramos el Gobier- 
no? ¿En Maldonado? Que yo sepa no. Si la protesta estuvie- 
se referida a la Intendencia Municipal de Maldonado, pues 
bien, que se haga allí, pero el Gobierno Nacional reside en 
la capital. El Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y la 
coalición de Gobierno, que también somos los responsa- 
bles, estamos aquí. Que se entienda bien: yo no estoy 
cuestionando la decisión del PIT-CNT. El sabrá por qué lo 
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hace, pero si quiere protestar contra el Gobierno no entien- 
do por qué va a Punta del Este, donde también hay trabaja- 
dores que pueden llegar a ser perjudicados. En definitiva, 
los jardineros, los que trabajan en gastronomía, en las 
boutiques y en los paradores también son trabajadores y no 
sólo del departamento de Maldonado, porque aun cuando 
esta temporada haya sido muy mala, hay mucha gente de 
todo el país trabajando allí. Eso no me queda claro, pero 
tampoco pretendo que me den explicaciones. Cada uno sabe 
lo que tiene que llevar en la mochila. Sus decisiones son 
responsabilidad propia. 


Quiero hacer referencia a la decisión del señor Presiden- 
te de la República y del señor Ministro del Interior, porque 
aquí se han dicho cosas que, con todo respeto, me parece 
que son un poco fuertes. No creo que sea justo decir que 
aquí no vivimos en democracia plena o que aquí se está 
cercenando el derecho a la libertad de reunión. Nadie puede 
decir que este Poder Ejecutivo no ha sido respetuoso de las 
libertades de todos; este Poder Ejecutivo y todos los que 
tuvimos a partir de 1985. A la mayoría de los que estamos 
sentados aquí nos costó bastante reconquistar esta demo- 
cracia. 


Entonces, las características del señor Presidente de la 
República son las de un hombre absolutamente transparen- 
te, que dice lo que piensa y que no cercena las libertades; 
menos aún la de opinión y la de reunión. Eso me importa 
mucho decirlo. Me interesa también señalar que, sin duda, 
el señor Presidente de la República junto con el señor 
Ministro del Interior están tratando de proteger dos bienes 
muy importantes. Uno de ellos es la propia central de 
trabajadores, porque si pasara alguna cosa, no me afilio a lo 
que manifestó en la prensa mi amiga Ivone Passada -con 
quien tantos años fuimos compañeras en AFUTU- en cuan- 
to a que será responsabilidad del Poder Ejecutivo. De 
ninguna manera; se verá de quién es la responsabilidad si 
hay alguna cosa que no anda bien. El señor Presidente y su 
Ministro han tratado de proteger a la central de trabajadores 
y alos trabajadores de Punta del Este, porque si allí pasa 
alguna cosa -que seguramente no será responsabilidad de 
la central de trabajadores-, vamos a tener menos gente de la 
que hay allí. A veces se piensa que Punta del Este es el 
reducto de los ricos. Puede ser que los que vayan a Punta 
del Este sean los que pueden pagar. Yo no puedo ir a Punta 
del Este. Pero también Punta del Este es el reducto de la 
gente que trabaja y ese dinero que recauda viene para el 
resto del país. Los ricos dejan el dinero en Punta del Este 
para todos nosotros, quienes tenemos que proteger y pre- 
servar ese ingreso. 


En cuanto a que no hay una ley de turismo, no la hay tal 
y como el señor Diputado Agazzi la pretende. Podemos 
empezar a trabajar en eso. De pronto, la Comisión Permanen- 
te, que no puede legislar, podría pensar cosas que le fueran 
más productivas al país que llamar a los señores Ministros 
Stirling o Brezzo. Si realmente lo que queremos es salir de 
esto, me parece que ello no conduce a nada más que a que 
cada uno exprese libremente lo que piensa. 
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También se decía que la "prohibición" -entre comillas, 
porque para mí no es una prohibición- de la marcha le haría 
mal al país. Creo que mucho peor le haría un desorden, que 
tuviésemos alguna pequeñísima similitud con la República 
Argentina. Ya hemos sido testigos de lo que sucedió cuan- 
do concurrieron aquí argentinos, que no digo que hayan 
sido invitados por la central de trabajadores. Cuando estu- 
vieron frente al Ministerio del Interior, no sólo lo agraviaron 
como institución, así como al Ejército como institución -no 
alas personas-, sino a nosotros también. No quisiera recor- 
darles los epítetos que alguna señora colocó a cada uno de 
los Diputados y Senadores de esta República. ¿A mí quién 
me garantiza que no vengan a Punta del Este a hacer esas 
mismas cosas? 


Entonces, insisto en que quizá el señor Presidente de la 
República tenga temor a lo que pueda pasar, ¿y cuál es la 
obligación que tiene? ¿Dejar que la enfermedad se instale o 
vacunar antes? Tiene que vacunar antes para que no se 
instale la enfermedad. El no ha hecho más que cumplir con 
su obligación, es decir, tratar de evitar que pase alguna cosa 
que tengamos que lamentar, pero no sólo el Poder Ejecutivo 
sino todos los involucrados, incluyendo la central de traba- 
jadores, sies que ocurre algún hecho desagradable. No creo 
que nadie que integre la central de trabajadores quiera que 
se dé algún acto que no esté dentro de la ley. Se podrá estar 
o no de acuerdo con la marcha, pero el Gobierno la respeta 
en cuanto a lo que se quiere manifestar, a lo que se quiere 
decir y a su posición respecto del Gobierno. Estamos can- 
sados de que vengan al Palacio Legislativo; aquí nunca ha 
pasado nada ni se ha prohibido nada. Pero ahora se trata de 
un momento especial, de la temporada estival, y el Gobierno 
tiene la obligación de preservarla. Si así no lo hiciera, tal vez 
alguien llamaría al señor Ministro del Interior por los des- 
manes que se pudieran producir, porque esas cosas ya las 
conocemos, ya nos han pasado. 


Para terminar, hago votos para que la marcha se haga al 
estilo de los uruguayos, especialmente al estilo de los 
uruguayos, con respeto, porque la libertad termina donde 
empieza la libertad del otro. También quiero hacer votos 
para que nuestra policía sienta que por lo menos algunos 
Legisladores la estamos respaldando en su función, que 
sabemos que va a ser muy difícil. Es bueno decir que alguien 
quiso quemar la bandera -no gente de la central de trabaja- 
dores- y muchas veces la policía ha sido agredida y salivada. 
Pedimos a esos policías, si algunas de esas cosas llegaran 
a ocurrir -espero que no-, que tengan la presencia de ánimo 
para poder estar parados firmes sin agredir ni agraviar a 
nadie. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS.- Señor Presidente: hemos escuchado tan- 
to los planteamientos que han realizado los Legisladores en 
nombre del Encuentro Progresista-Frente Amplio -como el 
señor Legislador Ibarra-, como la exposición para nosotros 
clarificadora, aclaratoria, del señor Ministro y del señor 
Subsecretario. 
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Parecería que el núcleo de lo que se está debatiendo es 
si hay un cercenamiento y una limitación a la libertad de 
reunión en el Uruguay dispuestos por el Poder Ejecutivo. 
Esa pastilla no se la traga nadie, en primer lugar porque ha 
quedado demostrado jurídica, legal y constitucionalmente 
cuál ha sido el alcance y la intención de la resolución 
dictada por el Poder Ejecutivo, sobre cuya razonabilidad y 
fundamentación creo que nadie puede tener el menor atisbo 
de duda. Quizá la inquietud de los Legisladores del Encuen- 
tro Progresista-Frente Amplio debería haber estado dirigi- 
da, mucho más que al señor Ministro -quien lo acaba de 
expresar, y además ya surgía de sus explicaciones públicas 
realizadas con anterioridad sobre el alcance de la medida 
adoptada-, a las autoridades del PIT-CNT, para preguntar- 
les cuáles eran las razones que las llevaron a tomar la 
decisión de pretender realizar esta marcha hasta Punta del 
Este. Creo que ahí está el nudo de la cuestión. 


En un país donde las libertades sindicales y todas las 
libertades tienen plena vigencia desde 1985, muchas veces 
la gente se pregunta si el ejercicio de esas libertades no es 
excesivo con relación al respeto que debe existir por otras 
libertades y derechos de otros ciudadanos, y resulta bas- 
tante anacrónico plantearnos esta discusión cuando en 
realidad cabría preguntarse cuál ha sido el motivo, la razón, 
el fundamento por el cual el PIT-CNT ha resuelto lo que 
resolvió. Como bien decía el señor Legislador Fau, no hay 
ningún documento que lo explique, por lo que uno tiene 
derecho a hacer sus propias especulaciones. ¿Es que acaso 
ese lugar defendía mejor los derechos de los trabajadores en 
un acto de esta naturaleza? La respuesta es un no rotundo. 
¿O es que acaso se lograba tener una mayor receptividad, 
una mayor resonancia y atención por parte del Gobierno en 
ese caso? También parecería que la respuesta es negativa. 


Entonces, lo que habría que preguntar a los señores de 
la central sindical es por qué tan poco patriotismo. ¿Por qué 
no se entiende que realizar una marcha de este tipo en lo que 
es el emblema de nuestro turismo nacional resulta negativo, 
no solamente para la tranquilidad de los turistas que están 
actualmente, sino para la imagen que proyectan los medios 
de comunicación de una marcha de este tipo en Punta del 
Este? Me imagino el disfrute con que algunos medios de 
comunicación de otros lugares competitivos con Punta del 
Este tomarían este tipo de noticias para difundirlas, rego- 
deándose con el hecho de que quizás uno de los elementos 
del patrimonio turístico más valioso que tenía esa zona, de 
ser un lugar de paz, de tranquilidad, de sosiego, de 
"desenchufe" para mucha gente que vive realidades mucho 
más agitadas desde el punto de vista público en sus países, 
pudiera perderse. 


No puedo creer que no se haya pensado en la conside- 
ración que se debe tener -como decía la señora Legisladora 
Rondán- por los trabajadores que están en el balneario y en 
las cercanías, porque no se trata sólo de Punta del Este, sino 
que hay una cantidad de expresiones laborales que presen- 
tan un entramado muy grande. Podría agregar alos fleteros 
y los servicios de lavandería, que se van a ver alterados. 
Mucha gente ese día va a tener dificultades para ganarse el 
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jornal. ¿Es que acaso no se pensó? Claro que se pensó; se 
debe haber pensado. Uno tiene derecho a pensar que estas 
cosas fueron calculadas y que predominó un afán político, 
exclusivamente político, en la decisión de seguir adelante 
con esta determinación. Uno se pregunta, entonces, qué 
pasa que hay tanta irresponsabilidad en una decisión de 
esta naturaleza, cuando se comprometen valores de toda 
una zona, cuando se comprometen los ingresos por turismo 
que recibe el país, cuando se compromete el trabajo de 
muchos compatriotas. ¿Cuáles son los valores superiores 
que motivan que se mantenga la decisión? Para eso no hay 
respuesta, explicación ni fundamentación; simplemente el 
hecho de elegir una especie de blanco para lograr desde allí 
emitir reivindicaciones, protestas, a lo que en definitiva ya 
nos tiene acostumbrados el PIT-CNT, que desde 19853 no le 
ha dado paz ni sosiego a ninguno de los Gobiernos demo- 
cráticos de este país en ningún momento. 


Por lo tanto, decimos que en ese juego de valores donde 
todas las cosas a preservar son importantes, donde la 
tranquilidad del Uruguay es importante, donde el ejercicio 
de la libertad de reunión y las libertades sindicales son 
importantes, se podría haber razonado, dialogado. Ya que 
tanto se enarbola la bandera del diálogo, ¿acaso aquí existió 
el razonamiento, la posibilidad de decir que en realidad es 
razonable lo que dice el Gobierno, que estamos comprome- 
tiendo la temporada, los ingresos del país y alos trabajado- 
res uruguayos en aras de una protesta? Entonces, ¿por qué 
no hacerlo en otro lugar? Lamentablemente, para eso no hay 
respuesta en esta reunión de la Comisión Permanente. Creo 
que es allí donde tendrían que buscar los Legisladores del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio la respuesta. El Go- 
bierno ya dio la suya, la explicó antes y lo vuelve a hacer 
ahora. Quien no da explicaciones es el PIT-CNT. Dice el 
señor Legislador Agazzi que no tiene por qué darlas, pero 
nosotros entendemos que sí las debe dar, como lo deben 
hacer todas las organizaciones que de alguna manera adop- 
tan decisiones que repercuten sobre la vida de todos noso- 
tros. Tienen que dar explicaciones. 


¿Qué garantías de orden y de demostración pacífica en 
esta protesta puede otorgar el PIT-CNT? Ninguna; absolu- 
tamente ninguna garantía. Están plagadas de incidentes y 
de problemas las manifestaciones del PIT-CNT desde 1994 
hasta ahora. Pude recoger pocas por el apuro de esta 
convocatoria, y algunas no muy lejanas. Tengo publicacio- 
nes de la prensa de junio de 2000 en las que se expresa que 
hubo veinticuatro ómnibus apedreados, tres sindicalistas 
detenidos, trifulca entre gremialistas, presiones sobre pe- 
riodistas. ¿Quién ignora esto? Todos lo conocemos. ¿Quién 
fue responsable de esto? Nadie. ¿Y quién fue responsable 
de que algunos inadaptados, en un acto del 1? de mayo, 
pusieran una bolsa de papel al monumento a Batlle en la 
explanada que está frente al Palacio Legislativo? Absoluta- 
mente nadie. ¿Y quién fue responsable de que políticos de 
los partidos tradicionales que fueron a ese acto a sentarse 
sufrieran salivazos y agresiones verbales? Nadie. 


Entonces, ¿garantías de paz, de tranquilidad, de conser- 
vación del orden? Absolutamente ninguna. Siempre se trata 
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de infiltrados. Jamás es responsable la organización. Se 
comieron un garrón, como dijeron cuando ocurrió lo del 
Filtro. 


Por lo tanto, decimos que ha hecho muy bien el Gobier- 
no, porque una cosa es la libertad y otra es comprometer a 
todo un sector de la sociedad, a lo que no tiene derecho el 
PIT-CNT. Eso no significa ninguna conculcación de las 
libertades individuales, porque las libertades individuales 
tienen plena vigencia en el Uruguay y ojalá siga así. Ojalá 
que las expresiones de democracia, que muchas veces 
engalanan los discursos de mucha gente, se hagan efecti- 
vas en la realidad y sean la garantía de la forma de vida que 
tenemos. Aquí, en el Palacio Legislativo, estamos acostum- 
brados a oír cualquier cosa en las concentraciones que se 
hacen en las explanadas aledañas; cualquier cosa: cosas 
respetuosas, ordenadas, cuestionables o no, opinables o 
no, y de las otras, de las que son una agresión, de las que 
significan un insulto y lindan muchas veces con la altera- 
ción del orden que se pretende preservar para seguir vivien- 
do y conviviendo en paz y en democracia. 


Decía el señor Legislador Ibarra que está preocupado; 
yo me uno alo que señalaba el señor Legislador Fau: que no 
se preocupe, porque hoy nos vamos a ir a dormir con la 
tranquilidad de que mañana cualquier uruguayo que quiera 
expresarse en contra del Gobierno podrá hacerlo, en cual- 
quier lugar del territorio de la República. Lamentablemente, 
hay sectores de la sociedad que no están en esa onda, que 
no están en esa línea. En realidad, mientras algunos vemos 
con desgarro y con dolor lo que pasa en la República 
Argentina -los actos de violencia, la gente lastimada, los 
daños en la propiedad pública y privada y, ¿por qué no 
decirlo?, alguna vez la infelicidad de algún muerto-, debe- 
mos reconocer que aquí hay una minoría a la que se le hace 
agua a la boca y está deseando que en Uruguay ocurra lo 
mismo. Son los que permanentemente arengan, "dan mani- 
ja", ponen el estallido social en boca de muchos 
comunicadores, traen el tema de los piquetes y tratan por 
todas las formas de que en Uruguay se produzcan actos 
semejantes. No han encontrado eco, pero muchas veces lo 
han intentado. 


Nosotros oímos que se dice: "¡Cuidado con el ejemplo 
argentino! ¡A nosotros nos puede pasar lo mismo!". Hay 
una campaña entre muchos señores periodistas -uno a 
veces no sabe quiénes son, porque quizás se trata de 
muchachos muy jóvenes que no vivieron lo que nosotros 
vivimos- que hablan de la postura que hay que tener contra 
los políticos corruptos, contra el Gobierno mismo, contra el 
Estado; todo pasa a ser mala palabra, todo el mundo está 
cuestionado, todos somos iguales. Eso es lo que me preocu- 
pa. Siempre se va buscando superar la tribuna para tratar de 
lograr que, de alguna manera, Uruguay se vislumbre en el 
escenario internacional de la misma forma en que, tristemen- 
te, aparecen países hermanos muy cercanos. 


No estamos en eso. Puedo asegurar, en nombre de mi 
Partido político, que no fuimos nosotros los que trajimos a 
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la señora Hebe de Bonafini para que dijera las barbaridades 
que expresó en un acto público. No fuimos nosotros; estoy 
seguro de que tampoco fue el Partido Nacional. Entonces, 
si mañana aparecen en este acto algunos extranjeros profe- 
sionales de la agitación y de la generación del caos, ¿será 
alguno de nosotros responsable de ello? ¿Será responsable 
la gente de Maldonado? ¿Será responsable el Gobierno? 
Naturalmente que no. 


Entonces, ¿se puede estar en desacuerdo con el Gobier- 
no? ¡Claro que sí! La oposición tiene todo el derecho a estar 
en desacuerdo con el Gobierno; podremos discutir y pole- 
mizar através de los medios de la democracia representativa 
y, cuando estos -en el concepto de algunos ciudadanos- no 
alcancen, se recurrirá a los mecanismos de la democracia 
directa, todo eso más allá de la práctica de todas las liber- 
tades que se les reconocen a los uruguayos por la Consti- 
tución de la República. Pero de ahí a hipotecar la imagen del 
país, la tranquilidad de uruguayos y extranjeros, el trabajo 
de los uruguayos y los pocos valores que tenemos para 
defendernos de la profunda crisis económica que sufre el 
Uruguay, hay un gran abismo. 


Lo que me preocupa es que haya uruguayos que sean tan 
poco uruguayos; lo que me preocupa es que haya dirigentes 
políticos que no tengan la responsabilidad suficiente como 
para decir: "Señores: las reglas de juego van hasta acá; 
yendo más allá, estamos comprometiendo todo el tablero". 
En este Parlamento se habla de que tenemos que dar alguna 
compensación a gente que defendió la democracia por este 
u otro concepto y eso se vota. Pero nosotros decimos: hay 
que ver quién y cómo, porque hay gente que no defiende la 
democracia; el que incendia un ómnibus no defiende la 
democracia, el que insulta a un ciudadano no defiende la 
democracia, el que "da manija" para que se produzca caos 
no defiende la democracia. Entonces, seamos conscientes 
todos de nuestras responsabilidades para mantener la de- 
mocracia que hoy está vigente -como señaló el señor Legis- 
lador Fau- y que todos tenemos las garantías de que se 
aplica para el ejercicio de todas nuestras libertades indivi- 
duales. 


¡Ojalá que esto se comprenda! Hablamos de una dirigencia 
sindical a la que yo no le tengo tanto respeto como otros 
compañeros. ¿Qué le voy a hacer? En el PIT-CNT hay de 
todo: sindicatos serios y sindicatos absolutamente 
politizados, que son el brazo sindical del Encuentro Progre- 
sista-Frente Amplio o de algunos de sus sectores, nada más 
que eso. En ellos, el derecho de los trabajadores pasa a un 
segundo plano ante la bandera política que esté de turno. 
¡Ojalá que los buenos sindicalistas -que los hay-, la gente 
que realmente es responsable de hacer valer y defender los 
derechos de los trabajadores, valoren también el marco de 
garantías que dan nuestra Constitución y nuestra legisla- 
ción! Si todos fuéramos más responsables y más conscien- 
tes al momento del ejercicio de los derechos y no pensára- 
mos que este se debe hacer a costa de todo y de todos, tal 
vez los resultados serían mucho más positivos. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Legnani. 


SEÑOR LEGNANI.- Señor Presidente: muy brevemente 
queremos introducir algunas reflexiones, pues nos senti- 
mos en un todo representados por las exposiciones realiza- 
das por nuestros compañeros de Bancada, los señores 
Legisladores Agazzi e Ibarra. 


Queremos remarcar que es con este tono y estilo parla- 
mentario que ha sido señalado aquí que queríamos traer una 
discusión sobre el tema de algunas instituciones, como es 
el caso de las Fuerzas Armadas. Aquí ha sido dicho que 
tenemos derecho a oír las explicaciones de lo que hacen o 
dejan de hacer todas las instituciones que influyen sobre 
nuestras vidas. Estamos totalmente de acuerdo con el señor 
Legislador que mencionó esto; ¡vaya si han influido en 
nuestras vidas las Fuerzas Armadas de la región, que entra- 
ron a sangre y fuego contra las instituciones, cobardemen- 
te! 


No voy a discutir por qué se eligió precisamente Punta 
del Este, pero no está de más que remarquemos -tal vez los 
Legisladores aquí presentes estén de acuerdo con ello- que 
debe ser la zona del país más fácilmente controlable, porque 
por sus características geográficas es muy sencillo saber 
quién entra y sale de ella y quién circula por las rutas de 
acceso. 


Pese a que reglamentariamente no podemos atribuir 
intenciones, aquí se las ha atribuido a directivas sindicales, 
y no está de más decir que estas han tenido que sufrir el 
peso de estas políticas económicas; yo siempre recuerdo un 
interesantísimo trabajo del profesor Daniel Piñeyro -de 
cuando en el año 1983 salíamos de la dictadura- sobre cómo 
el modelo económico implantado a punto de partida de la 
dictadura recaía, especialmente, sobre los pequeños y me- 
dianos productores. ¡Y vaya si han desaparecido de nues- 
tros campos! Quien recorra la campaña en estos tiempos va 
a encontrar muchos chircales y seguramente a quienes 
manejaban carros en esos lugares los reconocerá en zonas 
marginales de este Montevideo, lugar de encuentro de 
todas las migraciones. 


Se ha dicho que el país entero apuesta al turismo. Tam- 
bién se ha dicho que el Uruguay apostaba a ser plaza 
financiera. Lo que nunca se dijo es que desde hace más de 
treinta años el país no ha apostado ni apuesta al Uruguay 
productivo. No es casualidad que los escasos representan- 
tes que van quedando de los sectores productivos del país 
se encuentren en este momento con fuerzas progresistas 
que han estado señalando permanentemente el olvido de 
ese país productivo. 


A veces me gusta hacer rememoraciones históricas y por 
eso he sido tachado de hacer citas antiguas, pero el hecho 
de que aquí se haya citado a John Locke me exime de todo 
sentimiento de culpa. 
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Me crié en un ambiente signado por la depresión. Entien- 
do que el pensamiento económico del siglo XX fue brutal- 
mente signado por la depresión que se iniciaen 1929. De los 
libros que hicieron época y remarcaron la depresión de los 
años treinta -yo jugaba en las bibliotecas de mi padre-, los 
dos que más me impactaron fueron "Viñas de ira", de John 
Steinbeck, y "Entre dos mundos", de Upton Sinclair. Este 
último era un periodista que acompañaba en sus viajes al 
Presidente Franklin Roosevelt y que hizo un resumen -en 
forma de historias noveladas- de la historia de los primeros 
cincuenta años del siglo XX. Lo que más recuerdo de esa 
obra, "Entre dos mundos", es, precisamente, la descripción 
del martes negro de octubre de 1929, de cómo la Riviera 
francesa y los grandes centros de turismo de Europa esta- 
ban vacíos y de cómo llegó un momento en que aquellas 
residencias de alto costo no valían nada. 


Siempre me ha llamado la atención el hecho de que se 
apueste, como política de Estado, a algo tan dependiente 
como el turismo, ya que vive fundamentalmente de los 
excedentes de quienes disponen de capitales necesarios 
para dedicarlos al placer. Desde luego, es muy respetable, 
pero es discutible cuando se han abandonado políticas de 
apoyo a la producción para dedicar los recursos del país 
exclusivamente a este otro ámbito, máxime cuando, por otra 
parte, se ha abandonado de esta manera a una inmensa 
población que se sintió traicionada. 


Siempre cuento que luego de la encuesta que sirvió de 
base a sus trabajos en los años 1981 a 1983 -aflojando la 
presencia de la dictadura-, Daniel Piñeyro hace la predic- 
ción de que aquel Gobierno que mantuviese el mismo mode- 
lo económico implantado durante la dictadura perdería las 
siguientes elecciones -si dependieran del voto popular- en 
el noreste del departamento de Canelones. Precisamente, en 
1989, por primera vez, en muchas zonas donde predominaba 
uno de los partidos tradicionales, perdió las elecciones por 
haber mantenido el mismo modelo económico. Todos esos 
pequeños y medianos productores del norte y noreste de 
Canelones sintieron que se les había abandonado en sus 
expectativas. 


No estamos fuera de tema, porque cuando todo un sector 
de trabajadores quiere hacerse oír, trata de hacerlo donde 
encuentra quienes lo vean y quienes lo escuchen. No 
dispone de 170.000 kilómetros cuadrados para elegir. Tradi- 
cionalmente, dispone exclusivamente de aquellos lugares 
públicos donde pueda trasmitir al resto de la población su 
angustia ante la necesidad de sobrevivir, para ser escucha- 
do. 


No voy a entrar en esa discusión porque nada está más 
alejado de mi conocimiento que los posibles razonamientos 
aducidos para llegar a delinear ese trayecto. Sí quiero 
señalar que la percepción que uno tiene desde afuera es que 
ha sido a partir de la acción del señor Presidente de la 
República y del Poder Ejecutivo que se ha promocionado 
enormemente esta marcha. 
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Las primeras veces que vimos que se pensaba hacer una 
marcha de estas características temimos no sólo especí- 
ficamente por el lugar y por cómo se podría afectar como 
fuente de trabajo y como imagen en sí, sino que temimos, 
además, que la manifestación pública de los sindicatos no 
tuviera una fuerza real y una participación multitudinaria. 
La percepción que nosotros tenemos es que, gracias a la 
acción del Poder Ejecutivo, en este momento la marcha que 
se va a hacer el jueves 24 está presente en la atención 
pública. 


De todas maneras, no estamos conformes, en el sentido 
de que lo que realmente se discute es el derrotero. Lo que 
realmente se discute es desde dónde parte y adónde va a 
llegar. Lo que realmente se discute es cuántos van a ser. ¡No 
se habla para nada de las causas que motivan esta marcha! 
Una vez más -como pasa con la enorme mayoría de las 
noticias de interés público-, aparece como un hecho aisla- 
do, descolgado de antecedentes históricos y sin ninguna 
consecuencia para el futuro. 


Entiendo que estas discusiones hacen bien al país, 
hacen bien al Parlamento y hacen bien a la historia de 
nuestro Uruguay. Por eso queríamos que vinieran represen- 
tantes del Poder Ejecutivo a explicar los dichos de quienes 
integran las Fuerzas Armadas, para saber hasta dónde el 
Poder Ejecutivo, en tiempos de paz y tratando de emitir 
mensajes de paz, está de acuerdo con esos dichos. Por eso, 
lamentamos una vez más que no se haya apoyado la moción 
de invitar alos representantes del Poder Ejecutivo en el área 
de las Fuerzas Armadas. 


No entramos a discutir el tema de los buenos y malos 
patriotas, el tema de los buenos y malos orientales. Lamen- 
tablemente, todavía existen mentalidades capaces de mane- 
jar dichas categorías, cuando en realidad de lo que estamos 
hablando es de que partimos de la base de que a todos nos 
guía el mejor de los deseos para nuestro país y para sus 
pobladores. 


Entendemos que estamos defendiendo principios caros 
a la enorme mayoría de la población trabajadora, pero, 
lamentablemente, por imposiciones y por mecanismos que 
han penetrado en nuestras sociedades, esos principios 
están siendo dejados de lado. De manera que a veces no 
estamos de acuerdo con que se hagan referencias a actitu- 
des de quienes en el pasado, evidentemente, fueron señe- 
ros en distintos aspectos políticos y sociales, cuando en 
los hechos se está abandonando las políticas a que ellos 
dieron origen. 


Estas eran algunas de las reflexiones que queríamos 
hacer. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Ibarra. 
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SEÑOR IBARRA.- Señor Presidente: voy a hacer un 
breve resumen de mi intervención, sobre todo teniendo en 
cuenta que no hemos repreguntado al señor Ministro ni al 
señor Subsecretario luego de sus exposiciones. Brevemen- 
te haré uso de la palabra, más allá de que me permito expresar 
-con mucha modestia- que hasta el momento los elementos 
vertidos no me convencen como para cambiar mi posición 
o compartir las explicaciones aportadas en el seno de este 
Cuerpo. 


He visto que se maneja en la tarde de hoy -lo cual no 
había visualizado en los últimos días, desde que se anuncia 
la prohibición o la limitación de la marcha hacia Punta del 
Este- la invocación del artículo 168 de la Constitución de la 
República, que refiere a la conservación del orden y la 
tranquilidad en el interior del país. Por supuesto que no voy 
a calificar esto de ninguna manera; simplemente digo que no 
lo había escuchado. 


Sin duda, el Poder Ejecutivo tiene pleno derecho -a 
través de sus juristas, de sus asesores- a plantear en el seno 
de esta Comisión Permanente este argumento, esta justif1- 
cación o este basamento para explicar la medida adoptada 
oportunamente con referencia a la marcha hacia Punta del 
Este. No obstante, no se puede tomar en forma aislada el 
contenido del artículo 168 porque su explicitación es bas- 
tante general; creo que el texto de la Constitución de la 
República se debe tomar en su conjunto y no en forma 
aislada. En ese sentido, en esa interpretación armónica que 
se debe dar al texto de la Constitución, entiendo que tiene 
absoluta validez el artículo 38 y algunos otros que hemos 
mencionado con precisión. 


El señor Ministro y el señor Subsecretario también han 
explicitado el contenido de la Carta Orgánica Policial e, 
inclusive, han hecho referencia a varios fallos de la OIT. 
Con relación a la Carta Orgánica policial, más allá de ser una 
ley -sin duda importante para el país y, en especial, para el 
Ministerio del Interior-, entiendo que de ninguna manera 
puede suplir el contenido de las disposiciones constitucio- 
nales que nosotros ya expresamos. 


También se ha dicho que nuestro Uruguay debe estar 
atento a esa permanente competencia que se mantiene con 
la región a nivel del turismo, lo cual, por supuesto, no es 
sencillo, sobre todo cuando suceden hechos tan anormales 
O lamentables en países vecinos. De alguna forma se ha 
producido el hecho de que Argentina sea una especie de 
cantera para el turismo en nuestro país, pero la competencia 
no está referida únicamente a una marcha sí o una marcha 
no, a la limitación o prohibición de una marcha de los 
trabajadores, sino a una serie de hechos, inclusive desde el 
punto de vista económico, alo que pasa en la región y, sobre 
todo, a lo que ocurre en este momento en nuestro país, que 
esta Comisión Permanente tuvo oportunidad de analizar la 
semana pasada, con la presencia del señor Ministro de 
Economía y Finanzas, contador Alberto Bensión. 


Creo que la custodia de la democracia en Punta del Este 
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o en cualquier otra localidad o ciudad del país no pasa 
únicamente por la defensa del turismo, que es importante 
-entiendo que no sería de ninguna manera vulnerado con 
esta marcha-, sino por el conjunto de la problemática de la 
sociedad, que es imprescindible ir solucionando de alguna 
forma, pues entendemos -así se lo dijimos al señor Ministro 
de Economía y Finanzas- que se transita por caminos equi- 
vocados. 


También hemos escuchado en forma reiterada la defensa 
de los trabajadores zafrales y turísticos, particularmente los 
del departamento de Maldonado y, más concretamente, en 
las ciudades de Maldonado y Punta del Este. Debo informar 
a este Cuerpo que el Plenario Sindical Interdepartamental de 
Trabajadores, en Maldonado, decidió de manera formal 
aprobar lo actuado por la central de trabajadores con res- 
pecto a la marcha hacia Punta del Este. Puede haber traba- 
jadores que, lamentablemente, por hache o por be, no estén 
al tanto de esta resolución o no estén adheridos a los 
distintos sindicatos -sin duda, esto debe ocurrir-, pero hay 
un hecho formal que es importante dar a conocer, y que hay 
que saber. En Maldonado y en Punta del Este también hay 
serios problemas de desocupación, no únicamente por la 
crisis del turismo de este año, en este período, sino porque 
no se han creado fuentes de trabajo. Al mismo tiempo, hay 
muchos trabajadores que trabajan en una situación real- 
mente deficitaria pues, inclusive, no están afiliados al Ban- 
co de Previsión Social ni amparados por otros derechos 
laborales, cobrando salarios sumamente irrisorios, que en 
muchos casos llegan a serde $ 1.5000 $ 1.800. También por 
ellos creo que es bueno que se realice una movilización 
absolutamente pacífica y garantizada por la central de tra- 
bajadores y, por supuesto, también por el Ministerio del 
Interior. 


De alguna manera, se ha querido hacer una discrimina- 
ción o plantear una especie de controversia dentro del 
movimiento sindical. Yo, como viejo dirigente de AEBU -la 
Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay- digo que 
no es así. Tengo en mi poder una declaración de la Asocia- 
ción de Empleados Bancarios del Uruguay, publicada en el 
diario "El País" el 21 de enero -o sea, hace 48 horas-, que 
dice: "Repudiar la medida de prohibición, la que aun tenien- 
do un marco constitucional, es una clara señal de profundo 
contenido antidemocrático, en cuanto agrede los derechos 
básicos de expresión y organización que hacen a las tradi- 
ciones nacionales”. 


En mi primera intervención manifesté que la disposición 
del Presidente de la República de alguna manera unificó las 
decisiones a nivel de la central de trabajadores. A partir de 
ese momento, todo lo que refiere a la organización del acto 
y al acto en sí contó con absoluta unanimidad de parte de 
los distintos sindicatos. 


Más allá de considerar y tener en cuenta determinadas 
apreciaciones con respecto a los sindicatos en nuestro 
país, creo que debemos tener la honestidad y la altura 
suficiente como para reconocer lo que ha hecho el movi- 
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miento sindical en nuestro Uruguay. Cuando acá se trata de 
catalogar y encorsetar a algún sector del movimiento sindi- 
cal con referencia a que sería un brazo político de sectores 
progresistas y de la izquierda de nuestro país, realmente 
entiendo que es un verdadero error, porque si algo se 
intenta y se ha logrado por parte del movimiento sindical en 
forma permanente, y lo ha respetado el conjunto del sistema 
político, es laindependencia y la autonomía absoluta de los 
trabajadores en sus decisiones, más allá de que defendamos 
o no determinadas posiciones o que acordemos o no deter- 
minadas resoluciones de los sindicatos en particular y del 
PIT-CNT en su conjunto. 


Han dicho que me preocupo por los temas de derecho de 
reunión y que se garantiza, por parte de este Gobierno ahora 
y en el futuro, este derecho. No obstante, debemos tener en 
cuenta que hay un pasado muy reciente en nuestro país, de 
mucho sufrimiento para el pueblo uruguayo y para los 
trabajadores; que hay un pasado muy reciente en nuestro 
país que comenzó con el pachequismo, continuó con 
Bordaberry y luego con Aparicio Méndez, Gregorio Alvarez, 
etcétera, en que la democracia fue vulnerada. Se comenzó 
con el mecanismo de autoritarismo, que aparentemente era 
simple, pero luego culminó con una dictadura cruel y san- 
grienta, en la que gran parte del movimiento sindical pagó 
el precio de la lucha por las libertades y de la resistencia en 
nuestro país. 


Por lo tanto, tenemos el derecho a ser muy cuidadosos 
ante cualquier medida que entendamos que pueda lesionar 
las normas legales de nuestro país y la Constitución de la 
República. 


También se han planteado, en una falsa oposición o 
entreverando un poco las cartas, comparaciones con algu- 
nos desatinados que queman ómnibus o toman determina- 
das medidas, como el hecho lamentable acontecido en Tres 
Cruces hace algunos meses. Se plantean hechos que repu- 
diamos categóricamente como fuerza política, que no acep- 
tamos, que rechazamos con mucho énfasis, y se intenta 
entreverar la baraja con el movimiento sindical o con nues- 
tra fuerza política. Lo que pudo haber acontecido y aconte- 
ció en Tres Cruces, debería llevar a preguntarnos con un 
gran signo de interrogación: ¿cuáles fueron las motivacio- 
nes sociales de lo que aconteció? Porque en nuestro país, 
más allá de no aceptar este tipo de actitudes y de hechos que 
vulneran la democracia, hay situaciones críticas desde el 
punto de vista económico y social y de falta de encauce de 
parte de la juventud uruguaya, que lamentablemente está 
incluida en ese porcentaje tan amplio del 24% o 25% de 
uruguayos que están por debajo de la línea de pobreza. 


Entonces, no es bueno entreverar las cartas; no es 
bueno intentar confundir; no es bueno no ser absolutamen- 
te transparente en algo que todo el sistema político y los 
trabajadores merecen, que es expresar realmente lo que está 
pasando en nuestro país y ser absolutamente veraces. 


En mi primera intervención decía que esta convocatoria 
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que hace la central de trabajadores no se limita solamente 
a los sindicatos que la componen; que allí está la Mesa 
Coordinadora de Gremiales Agropecuarias, FUCVAM, 
FEUU, etcétera. No es por casualidad, porque el tema pasa 
por que cada vez más, lamentablemente, hay sectores pro- 
ductivos, comerciales, industriales, de trabajadores, de 
cooperativas, que están pasando por situaciones realmente 
críticas. Por ello, naturalmente, se dan estos acuerdos, 
estos avances, que en este caso se concretan a través de la 
convocatoria del PIT-CNT. 


Espero que se logre confluir hacia acuerdos que van a 
hacer mucho bien al país, ala democracia, a las institucio- 
nes, y que se fortalezcan las posiciones de los trabajadores. 


Deseo que en las horas que restan o en el día de mañana 
se logre realmente un acuerdo y un avance con referencia 
a la marcha de los trabajadores. Repito que estoy absoluta- 
mente seguro de que la dirección del PIT-CNT y las distintas 
organizaciones que componen y apoyan esta convocatoria 
van a actuar con absoluta responsabilidad. Entiendo que lo 
mismo sucederá por parte del Ministerio del Interior, dadas 
las garantías que ha dado el señor Ministro a esta Comisión 
Permanente y los anuncios que ha realizado. 


También espero que sea por última vez que en este 
Gobierno y en los futuros se ingrese a una situación -quizás 
no en forma premeditada y teniendo como elemento funda- 
mental la protección de determinado sector, como es el 
turismo- que es absolutamente negativa para el país y que 
crea un antecedente que no queremos que se registre defi- 
nitivamente en la historia del Uruguay. 


Por otra parte, digo que no me convencen las explicacio- 
nes desde el punto de vista constitucional y jurídico expre- 
sadas por la visita. Además, aparece por allí un artículo que 
he leído detenidamente -no soy jurista- que habla en general 
de determinados temas, pero que no elimina el contexto 
general de la Constitución de la República, sobre todo en 
cuanto a los artículos que he mencionado anteriormente y 
que han sido reiterados por otros compañeros Legisladores 
del Encuentro Progresista-Frente Amplio. 


Por último, quiero reiterar el reconocimiento al señor 
Ministro del Interior y al señor Subsecretario por haber 
concurrido a esta reunión en forma rápida, teniendo en 
cuenta que dentro de muy pocas horas se va a realizar un 
hecho muy importante en nuestro país y que, sin dudas, se 
convertirá en una gran jornada cívica en la que no sólo los 
trabajadores, sino otros sectores de la sociedad, van a 
participar en forma absolutamente pacífica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: es indudable 
que en el Uruguay de las últimas semanas está pesando 
muchísimo, a todo nivel, la crítica y difícil situación por la 


274-C.P. 


que atraviesa la hermana República Argentina, no solamen- 
te porque en este mundo de hoy la información se recibe 
prácticamente en forma simultánea y eso nos permite tener 
acceso directo a imágenes que permanentemente nos están 
contactando con las enormes dificultades sociales y de 
enfrentamiento que hoy están viviendo nuestros hermanos 
argentinos, sino básicamente por el temor lógico que a 
todos nos asiste de que situaciones de similares caracterís- 
ticas puedan vivirse en Uruguay, por lo menos en lo que 
hace a la situación económica. La propia dimensión de 
nuestra patria, necesariamente nos hace estar vinculados 
muy directamente en materia económica con todo lo que allí 
sucede y se decide, así como lo que ocurre en la República 
Federativa del Brasil tiene su impacto, mayor o menor, en el 
corto, mediano o largo plazo, sobre nuestra economía y, en 
consecuencia, sobre nuestra sociedad. 


Claro que hay algunas diferencias muy marcadas que 
muchas veces nos ayudan a ser optimistas al momento de 
enfrentar estas circunstancias tan dramáticas que vive la 
región, y me parece que es del caso ponerlas de manifiesto, 
no para desmerecer alos argentinos, pero sí para revalorizar 
la importancia que tienen esas conquistas que el Uruguay 
ha alcanzado en el transcurso de las últimas décadas y que, 
en alguna medida, nos ponen a salvo de los dramáticos 
acontecimientos que se viven en otras partes del mundo, 
particularmente de la región. 


La primera gran diferencia que vale expresar cada vez 
con mayor fuerza -quizás se ha visto un poco debilitada en 
el transcurso de los últimos tiempos- es que en el Uruguay 
tenemos un Gobierno legítimamente constituido, cuya for- 
ma de llegar al poder absolutamente nadie discute, ni mucho 
menos la manera en que tal poder se ejerce por todos los 
Poderes del Estado. No es una diferencia menor, porque, del 
otro lado, quien hoy es Presidente es, precisamente, quien 
hace prácticamente dos años perdió en la elección de su 
país. 


La segunda diferencia importante, que es consecuencia 
de la primera, es que en Uruguay existe una estabilidad 
política generada como corolario de esa legítima 
institucionalidad, en donde quien ejerce el Gobierno se 
afirma en las mayorías parlamentarias, que le permiten ge- 
nerar, hacia afuera y dentro de fronteras, una dosis de 
credibilidad y, sobre todas las cosas, de certezas jurídicas 
que, desde luego, obran en favor de los intereses del país. 


Pero más allá de estas dos diferencias singulares y muy 
importantes, que vale la pena revalorizar en circunstancias 
tan difíciles como las que estamos viviendo y que no nos 
llevan a descalificar lo que sucede en la otra margen del río 
ni a no desear éxito a nuestros vecinos en los empren- 
dimientos en que están hoy, hay otro conjunto de diferen- 
cias también importantes que deben valorizarse al momento 
de enfrentar circunstancias como estas que, repito, están 
absolutamente teñidas de los problemas que está viviendo 
la República Argentina. Si fuera necesario vamos a tratar de 
explicar esto. Por ejemplo, no son lo mismo, por su historia, 
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su trayectoria y su expresión pública, los dirigentes políti- 
cos uruguayos que los argentinos. Y si los dirigentes 
políticos de una y otra margen del río no son lo mismo -vale 
el ejemplo para la situación que estamos viviendo-, menos 
lo son los dirigentes sindicales. Tengo la convicción de 
que, si de diferencias se trata, son mucho más palpables, 
nítidas y fuertes las que existen entre un dirigente sindical 
uruguayo y uno argentino, señalando esto a favor de mis 
compatriotas. Y eso también pesa, y mucho, en estas cir- 
cunstancias en que uno de los temas centrales de la discu- 
sión es el turismo, que nadie discute que es una fuente muy 
importante de recursos para el país, pero lo es, básicamente, 
a expensas de los turistas argentinos. 


Si una viabilidad, si una fuerza, si un ingreso de divisas, 
si una expansión y un desarrollo ha tenido el turismo en el 
Uruguay de los últimos años, particularmente en el depar- 
tamento de Maldonado, ha sido a expensas de los argenti- 
nos, que vienen a estas tierras en busca de algunas virtudes 
naturales de las que nosotros felizmente gozamos y ellos 
no; y, en estos tiempos, seguramente también en busca de 
algunas tranquilidades que del otro lado, lamentablemente, 
en estas circunstancias a ellos les están vedadas. 


Poreso, el Partido Nacional se ha pronunciado unánime- 
mente, sin diferencias, en contra de que la marcha que está 
programando el PIT-CNT se realice en Punta del Este. 
Entendemos que hay un conjunto de valores a preservar en 
el Uruguay de hoy, que atraviesa una situación de emergen- 
cia económica notoria, pero también en el del mañana, 
porque mucho nos tememos que estas circunstancias de 
hoy puedan tener derivaciones que nos afecten en nuestras 
posibilidades turísticas de los próximos tiempos. 


Por este motivo, también respaldo en todos sus términos 
las consideraciones que ha realizado el señor Intendente 
Antía respecto ala marcha. Como es lógico y dable esperar, 
él tiene una visión claramente departamental del problema 
a que se ve enfrentado y está fuertemente impregnado por 
el clima que allí se vive, por las necesidades de la población 
de su departamento. Es consciente de que el drama econó- 
mico que hoy vive esa Intendencia Municipal como conse- 
cuencia de la merma notoria en la recaudación -que va más 
allá del 50% con relación a los últimos dos o tres años- va 
a tener un efecto negativo para su acción en este año 2002, 
y tendrá que buscar una manera alternativa de conseguir 
recursos que permitan enfrentar sus obligaciones. Pero ello 
también va a tener una consecuencia claramente negativa 
para la sociedad y la economía de todo el departamento, que 
está cada vez más perfilado como un departamento turístico 
y, además, se caracteriza por dar cabida, sobre todo a nivel 
de fuentes laborales, a compatriotas que provienen de las 
más distintas regiones del país. 


Si hay un departamento, además de Montevideo, que 
tiene participando en su sociedad a ciudadanos de los más 
distintos orígenes del interior del país, ese es Maldonado. 
Y su suerte, en gran medida, se va a estar echando en 
función de lo que sucede en estas temporadas cada vez más 
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breves, que antes eran prácticamente de tres meses y, 
ahora, apenas llegan a extenderse entre veinte y cuarenta 
días. Es decir que cuando el señor Intendente Antía vierte 
expresiones referidas a la marcha y a los efectos eventual- 
mente perniciosos que podría tener sobre su departamento, 
lo hace con conciencia y con conocimiento, impregnado de 
una idiosincrasia departamental que hay que valorar -y 
mucho- en estas circunstancias. No porque sí, antes de los 
pronunciamientos del Poder Ejecutivo, el PIT-CNT de 
Maldonado había expresado una opinión contraria a la 
realización de la marcha; tampoco porque sí, en el transcur- 
so de los últimos días, lamentablemente se han frustrado las 
negociaciones llevadas adelante por el Intendente Munici- 
pal de Maldonado con la Federación Nacional de Municipa- 
les y con la ADEOM de Maldonado para que, a través de 
acuerdos con el señor Presidente de la República, se gene- 
raran instancias que permitieran dar un destino distinto a 
este acto. 


Como Partido Nacional, no queremos que en nuestro 
país sucedan las cosas que, lamentablemente, hoy están 
golpeando a muchos de nuestros vecinos. Por ello hemos 
vertido determinadas opiniones en el transcurso de los 
últimos días, todas ellas -reitero- unánimemente dirigidas 
en contra de la celebración de la marcha en ese lugar, no en 
cualquier otro sitio y en cualquier otra circunstancia. 


Hoy el Encuentro Progresista-Frente Amplio ha decidi- 
do convocar al señor Ministro del Interior para que concu- 
rra aquí a explicar los alcances de la decisión adoptada por 
el Poder Ejecutivo en la jornada del martes o el miércoles 
pasado. No tengo ninguna duda de que la acción parlamen- 
taria tiene el propósito de seguir alimentando la realización 
de la marcha con un éxito mayor del que seguramente va a 
tener. Por ello la convocatoria fue en el día de hoy. ¿Por qué 
no lo hicieron al otro día de conocer la noticia de que el 
Poder Ejecutivo había decidido que la marcha tenía que 
realizarse en Maldonado y no en Punta del Este? Si era tan 
inconstitucional y tan gravemente perjudicial para la demo- 
cracia uruguaya, si tanto limita la democracia en el país 
-porque esta ahora llega hasta donde lo hacen las marchas 
del PIT-CNT-, ¿por qué esperaron precisamente hasta hoy, 
que es la antesala de esa jornada, para convocar al Minis- 
tro? En definitiva, esto importa poco. Creo que deberían 
haber hecho la convocatoria después de la jornada, porque 
entonces tendríamos oportunidad de evaluar todas las ac- 
ciones emprendidas en torno a la realización de la marcha: 
cuánto puso el Poder Ejecutivo, cuánto el PIT-CNT -como 
lo está haciendo- para proteger la seguridad del acto y 
cuánto pusieron los demás partidos políticos. Este tema no 
me preocupa mucho; me preocupa mucho más otro tema. 


SEÑOR LEGNANI.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR GALLINAL.- El señor Diputado Legnani me 
solicita una interrupción que le voy a conceder luego de la 
pregunta que voy a formular, a ver si me la contesta. 


Quiero saber qué opina el Frente Amplio, como partido 
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político, de la realización de la marcha en concreto en Punta 
del Este. Hasta hoy se han escudado en una suerte de 
resolución genérica que indica que el Frente Amplio respal- 
da todo lo que signifique movilizaciones populares contra 
el Gobierno. En consecuencia, como se trata de una deci- 
sión genérica, hay que interpretar que la específica se 
concretaría en que respaldan esta marcha en particular. Sin 
embargo, no queda suficientemente claro. Por ello es bueno 
que lo aclaren, no por la respuesta a la pregunta en sí misma, 
sino por otra pregunta que me parece mucho más importante 
todavía: si fueran Gobierno, ¿respaldarían una acción gre- 
mial de estas características? Creo que el Encuentro 
Progresista-Frente Amplio debería contestar hoy, porque al 
país le interesa saber qué actitud tendría en caso de ser 
Gobierno. Si la actitud fuera distinta a la actual, no emitien- 
do opinión ni respaldando la marcha, quiere decir que tiene 
doble discurso. O sea: como a mí me sirve hoy, en que no soy 
Gobierno, alimentar una campaña permanente de oposición 
a todo cuanto se pueda hacer desde el Gobierno, entro en 
este doble discurso de estar en contra; pero si mañana me 
toca ser Gobierno, no estoy a favor. Eso sería grave, pero 
mucho más lo sería lo otro: que si mañana fueran Gobierno 
estuvieran en la misma posición que hoy, es decir, alentan- 
do la realización de una marcha de estas características. 


Creo que es bueno saber qué piensan sobre todo esto. 
Por ello, con mucho gusto voy a conceder una interrupción 
al señor Diputado Legnani para que me conteste en nombre 
del Frente Amplio. 


Además, tengo la impresión -que en el transcurso de la 
sesión se ha transformado en una convicción- de que ellos 
creen que se puede llamar a un Ministro a Sala para cuestio- 
narlo sobre una decisión sin decir qué actitud se tomaría en 
caso de que se ejercieran esas responsabilidades que, en 
definitiva, supongo que es a lo que aspiran. Digo que más 
que la impresión tengo la convicción de que eluden la 
respuesta porque cuando deciden convocar al Ministro lo 
hacen en régimen de Comisión General, lo que requiere la 
mayoría de los miembros de esta Comisión Permanente, y no 
lo hacen en régimen de convocatoria simple, que requiere 
apenas un tercio. Tenían votos suficientes para convocar 
al Ministro sin necesidad de recurrir a los votos que noso- 
tros les dimos. Lo que pasa es que el Reglamento dispone 
que en régimen de Comisión General no existe la posibilidad 
de pronunciamiento, y asílo evitan. ¿Qué decisión estarían 
promoviendo ahora si no estuviéramos en régimen de Co- 
misión General, sino en el de convocatoria simple al Minis- 
tro, que puede terminar con un pronunciamiento de censura 
o de condena? Creo que prefieren rehuir la respuesta porque 
les genera problemas absolutamente imposibles de resol- 
ver. 


Así que si el señor Diputado Legnani tiene la respuesta 
en cuanto a qué harían con una marcha de estas caracterís- 
ticas en caso de ser Gobierno, con mucho gusto le concedo 
una interrupción. De lo contrario, continúo con mi exposi- 
ción y le ahorramos al Parlamento la necesidad de introdu- 
cirnos en temas paralelos que, en definida, no aportan nada 
al país ni a la gente que, quizás a través de lo que la prensa 
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pueda retrasmitir, se entere de lo que hoy tuvimos oportu- 
nidad de discutir. 


SEÑOR LEGNANTI.- ¿Me permite la interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR GALLINAL .- Sería bueno saber si siendo Go- 
bierno respaldarían una actitud de estas características y 
por qué convocaron en régimen de Comisión General y no 
en otro. Enese caso, estaríamos discutiendo una resolución 
concreta y expresando al país las opiniones que quiere oír 
de los partidos políticos. Así lo hicimos nosotros. El otro 
día convocamos al señor Ministro Bensión para hablar de 
temas económicos y de las medidas adoptadas en relación 
con la problemática de Argentina. Sin embargo, lo hicimos 
para escuchar su opinión y también para darle la nuestra, 
para confrontarlas y buscar caminos que permitan al país -a 
través de las mayorías que se concretaran- obtener instru- 
mentos para enfrentar las dificultades que atravesamos 
actualmente. Hoy no se aporta ningún instrumento para 
enfrentar esas dificultades. Por el contrario, es un problema 
para la sociedad uruguaya que se realice una marcha en su 
principal balneario, cuyo mayor número de turistas es de 
argentinos que llegan aquí no sólo a descansar y aolvidarse 
de las enormes preocupaciones que tienen en su patria, 
sino, fundamentalmente, a gozar de una tranquilidad que les 
permita por unos días superar todo eso. Ahora se encuen- 
tran con que, al menos en la discusión previa, no es tan así. 
Creo que en el día de mañana va a ser todo normal; no hay 
por qué pensar que no va a serlo. En primer lugar, lo creo 
desde el punto de vista del PIT-CNT, que -no tengo ninguna 
duda- está preparando todo para que, en cualquier circuns- 
tancia, se dé una manifestación de protesta absolutamente 
pacífica, como han sido prácticamente todas la que se han 
realizado. 


El problema es -lo hemos dicho en esta Sala en más de 
una oportunidad- que algún día tenemos que empezar a 
diferenciar nítidamente los roles que cumplen los partidos 
políticos y los sindicatos. Ahora que en el Uruguay está 
todo en discusión; ahora que todo lo que se hizo en el 
pasado parece que estuvo mal y que es necesario modificar- 
lo; ahora que muchas ideas que estaban definitivamente 
incorporadas a nuestra idiosincrasia, a nuestra forma de ser 
y de actuar aparecen cuestionadas y las escalas de valores 
son lo que más se analiza -¡bienvenido sea que esto suceda 
en el Uruguay de hoy, porque nos potencia para el de 
mañana!-, demos al país la oportunidad de discutir esa 
diferencia tajante que tiene que existir entre el rol que 
cumple un partido político y el que tiene un sindicato. 
Debemos hacerlo para que la democracia sea lo más sana y 
perfecta posible. Ya que aquí se discute si es legítima o no 
la decisión que adoptó el Poder Ejecutivo al disponer que 
la marcha se efectúe en un lugar distinto -lo que en defini- 
tiva no deja de ser un tema menor, pero se discute desde el 
punto de vista constitucional y jurídico-, yo digo: discuta- 
mos desde el punto de vista constitucional, jurídico y social 
qué rol debemos cumplir cada uno de nosotros como acto- 
res o protagonistas importantes de la vida del país. De esa 
manera, no solamente ayudaremos a sanear la democracia, 
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sino también a identificar la forma en que cada uno de 
nosotros propone soluciones para sacar al país adelante. 
Entonces podremos explicar a la gente con mayor claridad 
qué identificación tiene cada uno de nosotros, que es lo que 
muchas veces se ha confundido en el correr de estos días. 


A veces me duele observar partidos políticos que perma- 
nentemente van detrás de las decisiones de los sindicatos. 
Me parece una falta de respeto para los sindicatos, una falta 
de identificación para los partidos y, por sobre todas las 
cosas, un elemento de gran confusión para la ciudadanía, 
que no sabe si en el día de mañana, cuando ese partido ejerza 
el poder, en caso de ganar la elección, se va a comportar 
como partido, con la visión amplia de la sociedad que todo 
partido debe tener, o como sindicato, con la visión necesa- 
riamente reducida que muchas veces debe tener, ya que su 
deber es la defensa de los intereses de aquellos que se 
identifican con el gremio y que claramente están afiliados a 
una misma manera de ver la realidad. 


Por estos motivos, creo en la necesidad de discutir algún 
día estos temas y, sobre todo, marcar los roles que cada uno 
de nosotros debe desempeñar, así como definir qué concep- 
to tiene cada uno sobre la libertad. Parecería que para la 
Bancada del Encuentro Progresista-Frente Amplio la liber- 
tad tiene una definición propia, exclusiva, especial y más 
restringida que la que posee para los demás. La libertad vale 
cuando la invoco en defensa de los derechos que creo que 
me asisten, pero no cuando los invoca el otro, cuando en 
realidad la libertad, por definición, es antes que nada la 
libertad del otro. De otra manera no se explica que vengan 
aquí a censurar acaloradamente estas decisiones y, por otro 
lado, estén reprimiendo a los funcionarios que salen a la 
prensa a hacer declaraciones manifestando que en su cali- 
dad de inspectores de la Intendencia Municipal de Monte- 
video les obligan a profundizar su trabajo al momento de 
poner las multas. Supongo que eso se hará con el ánimo de 
obtener mejores recaudaciones, ya que no poco dinero 
significa eso para las arcas municipales de Montevideo. No 
juzgo ese criterio; no me parece bien, pero el Intendente 
tendrá sus razones para impartir esa instrucción a sus 
funcionarios. Lo que me parece gravísimo es que pretendan 
coartar la posibilidad de expresión de sus funcionarios, lo 
que contrasta claramente con lo que aquí se intenta defen- 
der. 


Personalmente, en mis declaraciones y razonamientos 
no he compartido la decisión del Poder Ejecutivo en el 
sentido de modificar el destino de esta marcha y convoca- 
toria. Además, creo que estas posiciones radicalizadas, por 
un lado del Poder Ejecutivo, que actuó apresuradamente 
con el PIT-CNT, y por otro las de este, a mi juicio también 
radicalizadas en cuanto al destino del acto, se retroalimentan 
y quitan disposición al diálogo. Y estamos viviendo cir- 
cunstancias tan dramáticas para la vida del país que la 
generación del diálogo social que el Partido Nacional viene 
impulsando desde el acuerdo del 9 de noviembre, cuando 
decidimos dar nuestro voto al doctor Jorge Batlle en su 
calidad de candidato a Presidente en la segunda vuelta, 
cada vez se va a hacer más necesaria en el transcurso de los 
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próximos tiempos. El Uruguay va a salir adelante, en cir- 
cunstancias tan difíciles como las que está viviendo, no 
solamente si participamos todos los que tenemos alguna 
responsabilidad política y social a nivel parlamentario, sino 
también aquellos que tienen responsabilidades, y muy gran- 
des, a nivel sindical, quienes cuentan con la posibilidad de 
conjugar esfuerzos con trabajadores, empresarios, partidos 
políticos y representantes del Poder Ejecutivo. Eso es fun- 
damental para enfrentar el drama de los próximos meses, 
porque no hay soluciones mágicas que nos hagan pensar en 
la posibilidad de paliar el tremendo impacto que va a tener, 
fundamentalmente sobre los sectores más carenciados, la 
situación económica que hoy vive la región. 


Entonces, me preocupa que el Poder Ejecutivo se apre- 
sure a tomar una decisión de estas características, y más 
aún me preocuparía si todo esto quedara en la nada y el acto 
se terminara haciendo en Punta del Este. Porque Punta del 
Este no es sólo Gorlero; diría más: cada vez lo es menos. 
Punta del Este es mucho más amplia que la mera zona de la 
península en la que se concentraron los esfuerzos en el 
correr de los últimos tiempos. Además, me parece que 
muchos de los efectos perniciosos que se quería evitar 
-considero que aquí también hay responsabilidad del Poder 
Ejecutivo-, en alguna medida se han favorecido en estos 
días. Se ha alimentado un clima que, como muy bien decían 
Legisladores del Encuentro Progresista-Frente Amplio, no 
ha hecho otra cosa que alentar la presencia masiva en la 
marcha. Asimismo, se han generado preocupaciones que, 
teórica y prudentemente, el Poder Ejecutivo no quería pro- 
vocar a quien hoy es visitante en nuestra tierra. Considero 
que el Poder Ejecutivo debió haber insistido en recorrer el 
camino del diálogo para tratar de convencer a su contrapar- 
te de que no era positivo para los intereses del país realizar 
la marcha en esas circunstancias y en ese lugar; pero si el 
diálogo no prosperaba, debió haber expresado que la mar- 
cha no generaría ningún tipo de inconvenientes. Segura- 
mente, en ese caso la presencia en la marcha habría sido 
varias veces menor a la que va a tener y, además, no se 
habría generado la preocupación que me imagino tendrán 
quienes están haciendo turismo en el Uruguay y no perte- 
necen a estas tierras. 


Creo que hay un camino del medio, ya no para superar 
este problema -porque estamos a muy pocas horas, y ojalá 
que la inteligencia de las partes en la negociación determine 
que, en definitiva, la marcha se pueda realizar en un lugar 
lógico, prudente, sensato y con el mayor de los éxitos 
posibles para los convocantes-, sino para bien del país en 
su conjunto, que se juega mucho en estas circunstancias. 
Me parece que para el Uruguay del mañana resulta funda- 
mental rescatar la posibilidad del diálogo. El hecho de que 
cada uno asuma sus responsabilidades me parece mucho 
más importante todavía. Además, que en el ejercicio de esas 
responsabilidades se sea claro en cuanto a las actitudes que 
cada uno asumiría en caso de tener que tomar resoluciones, 
me resulta aún más importante. Porque es muy fácil criticar 
al que está en la vereda de enfrente tomando decisiones, por 
el solo hecho de constituirse, lisa y llanamente, en oposi- 
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ción. Lo que aquí se necesita, ya no sólo para las marchas 
y manifestaciones libres y legítimas de protesta de cuanto 
sindicato o gremio exista en el país, o para el Uruguay de los 
próximos tiempos, sino para el de 2002, es capacidad de 
propuesta, de solución y de diálogo para enfrentar estas 
circunstancias. Eso es lo que nosotros, como Partido Na- 
cional, vamos a reivindicar permanentemente. Lo hemos 
hecho hasta hoy y lo seguiremos haciendo con mayor fuerza 
en el transcurso de los próximos tiempos. 


SEÑOR LEGNANI.- Señor Presidente: yo había pedido 
una interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nose la concedieron, señor Le- 
gislador. 


Tiene la palabra el señor Legislador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: a título perso- 
nal debo decir que siempre es grato escuchar al señor 
Ministro y al señor Subsecretario. Aquí se ha hablado, casi 
de manera unánime, del temperamento democrático, 
dialoguista y respetuoso que el señor Ministro tiene, lo que 
nosotros reconocemos en esta y en otras muchas oportuni- 
dades. Como lo cortés no quita lo valiente, eso también me 
lleva a decir que nosotros, igual que muchos de los que 
estamos aquí, hemos discrepado y no hemos estado de 
acuerdo con las medidas que el Poder Ejecutivo ha adopta- 
do respecto a esta situación. Muchos de los señores Legis- 
ladores olvidan cuál es la génesis de este problema. Aquí se 
ha pretendido interpelarnos para ver qué hubiese hecho 
nuestra fuerza política en una situación de estas caracterís- 
ticas, y nosotros decimos, clara y enfáticamente: no hubié- 
ramos llegado a esto; no hubiéramos dado la posibilidad de 
que esto sucediera, por lo menos en lo que a nosotros 
respecta. 


Esto arranca en una solicitud de audiencia realizada por 
el PIT-CNT al señor Presidente de la República, que fue 
negada en el marco de una situación extremadamente grave 
paralos trabajadores. Es fácil decir que los gremios muchas 
veces son excesivamente combativos, que se confunden 
actitudes y que se plantea de manera maniquea lo bueno y 
lo malo, lo negro y lo blanco, que los que piensan como 
nosotros son buenos y los que no, son malos, sin ponerse 
en la situación socioeconómica que tienen los uruguayos 
en general y particularmente los trabajadores en relación de 
dependencia. El país vive una situación grave, extremada- 
mente grave, que comienza con la pérdida de fuentes de 
trabajo, con una desocupación como nunca se vio en la 
historia del Uruguay, que además sirve, precisamente, para 
tener esa cantidad de desocupados como una masa crítica 
para restar beneficios a los trabajadores, para tender a la 
baja de los salarios y para seguir planteando políticas de 
desregulación. Además, hay muchas empresas que ponen 
como condición fundamental para ingresar a trabajar el 
cercenamiento de uno de los derechos fundamentales, que 
es la asociación sindical; aquellos que entran a trabajar en 
determinadas empresas, si quieren sobrevivir en ellas tie- 
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nen que hacer una suerte de fe antisindical y, si no, no 
trabajan. Este panorama que vivimos y que todos conoce- 
mos, es producto de una situación extremadamente delica- 
da. 


Cuando se nos pregunta -no nos sentimos interpelados, 
naturalmente- qué hubiésemos hecho, decimos que no hu- 
biéramos llegado a esta situación; nosotros hubiésemos 
concedido la entrevista, hubiésemos hablado y buscado 
soluciones y caminos de entendimiento, de diálogo, porque 
el diálogo social es algo más que su declamación: es la 
concertación, la concreción de acciones directas y especí- 
ficas para que esto suceda. 


Creo firmemente en estos valores del señor Ministro y 
del Ministerio del Interior a los que recién referí y quiero 
rescatar algo que no ha sido destacado por los demás 
miembros de esta Comisión Permanente. Me refiero a la 
noticia que ha brindado el señor Ministro respecto a que la 
primera línea de contención, la que se va a enfrentar con 
otros uruguayos y la que va a decir: "Ustedes no van a pasar 
de acá", va a estar desarmada. Digo esto porque hoy, 
casualmente, escuché en una radio a un dirigente de un club 
de básquetbol hablar de la violencia con que había interve- 
nido la policía en el día de ayer para apaciguar los ánimos 
de hinchas de uno y otro cuadro. No sé quién era y nunca 
escucho programas de comentarios deportivos, pero estoy 
seguro de que no tenía ninguna intencionalidad política por 
lo que hablaba, pero dijo que habían tratado a hinchas de 
ambos cuadros como si fueran delincuentes y que habían 
reprimido de una manera ferozmente brutal. Eso me preocu- 
pa y sé que al señor Ministro también, porque son cosas que 
no deben pasar. Ese es el temor que tenemos; tenemos el 
temor de lo que pueda suceder mañana cuando un conjunto 
de uruguayos, a quienes la sociedad les ha dado las armas 
-aunque el señor Ministro dice, felizmente, que no las van 
a tener-, le diga a otro conjunto de uruguayos, acuciados 
igual que ellos por problemas económicos y sociales, que 
no pueden pasar. Y estoy seguro de que esos votos que se 
han hecho en cuanto a que ojalá mañana sea un día como 
cualquier otro, se hubieran cumplido en la medida en que se 
hubiese garantizado la libre expresión de ese derecho y en 
que se hubiera permitido a los trabajadores hacer esta 
manifestación que yo también puedo cuestionar desde el 
punto de vista de la oportunidad y del lugar. Y digo con 
mucho énfasis que, contrariamente a lo que se nos acusa, 
en el sentido de que las organizaciones sociales -ese es un 
agravio para ellas-, las organizaciones gremiales son un 
apéndice de nuestro Partido, debo decir que no nos interesa 
cuáles son las decisiones que toman porque son libres de 
hacerlo; las consideramos lo suficientemente maduras como 
para tomar esas decisiones. 


Como las situaciones van cambiando y se van 
trasmutando de un momento a otro y hay comentarios, aquí 
mismo, en este hemiciclo, quiero hacer una pregunta al 
señor Ministro del Interior -a quien respeto y apoyo-, que 
puede encontrar en este partido político todas las posibili- 
dades de apoyo, tal como lo hemos brindado en otro tipo de 
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situaciones, no con esta Cartera, pero sí con casi todas las 
restantes; se dice que es muy fácil criticar y pararse en la 
vereda de enfrente para tirar piedras, pero eso no va con 
nosotros, porque si algo hemos hecho es presentar cientos 
y miles de propuestas para cambiar la situación de los 
compatriotas, miles de propuestas que han sido desecha- 
das olímpicamente. Bueno, el señor Ministro de Economía 
y Finanzas hace una semana dijo que no concordaba con 
ninguna de las medidas que nosotros proponíamos y algu- 
nas de ellas eran construir viviendas, bajar el precio del 
gasoil o tener un registro de los desocupados para que el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social actuara sobre 
ellos. Pero ¿por qué no está de acuerdo con eso? Porque lo 
proponemos nosotros; porque el debate se ideologiza de tal 
manera que nos impide ver que lo que tenemos que dejar de 
hacer es de atribuirnos intenciones entre unos y otros 
-buenos de un lado y malos del otro- y de creer que quienes 
no piensan como uno deben ser barridos, si es posible, de 
la discusión intelectual y de la escena política nacional. 


Celebro la decisión del Ministerio en cuanto a que la 
primera línea de contención esté desarmada; creo que es 
una medida sabia, propia de un hombre que ha dirigido bien 
el Ministerio. Decimos esto sin empacho. Es por ello que 
durante estos últimos tiempos nos ha llamado la atención 
esta aparente contradicción entre un hombre que ha sido 
abierto, franco y que ha dado garantías a todo el mundo, y 
que ahora tiene una postura que se refleja en estas decisio- 
nes que se están tomando, que no condice con su forma- 
ción, inclusive en el derecho. 


Entonces, quisiera saber si aesta hora de la tarde -lo digo 
en virtud de los comentarios que se han escuchado en este 
hemiciclo- las condiciones acordadas entre el PIT-CNT y el 
Gobierno Nacional se mantienen para la realización de la 
marcha. 


Termino manifestando que hago votos -al igual que 
todos los que estamos aquí- en mérito a nuestra vocación 
de constructores de un país democrático, de convivencia 
pacífica para que mañana no pase nada. Creo que no va a 
pasar nada porque sabemos que el señor Ministro ha toma- 
do medidas para ello y porque sabemos que los trabajadores 
son responsables y que también habrán adoptado sus 
medidas. Espero que esto, que tiene su génesis en este 
episodio que he comentado, y que ha tratado de ser rever- 
tido por algunas acciones que ha tomado el señor Ministro, 
termine de la mejor manera posible. No llamamos antes al 
señor Ministro porque había otras convocatorias y porque 
sabíamos que estaba en negociaciones con el señor Presi- 
dente de la República, porque conocíamos que había nego- 
ciaciones de altísimo nivel entre el PIT-CNT y el Gobierno 
y queríamos dejarlo trabajar y que esto llegara a buen 
término. Pero todos aquí, en general -por lo menos de este 
lado para allá-, nos hemos manifestado con muchas dudas 
sobre esta decisión presidencial. 


Quiero dejar planteada esa pregunta y agradecer la 
comparecencia del señor Ministro. 
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SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR .- Señor Presidente... 
SEÑORA RONDAN.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señora Legisla- 
dora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Le- 
gisladora. 


SEÑORA RONDAN.- Señor Presidente: escuché con 
mucha atención las palabras del señor Legislador Gallinal y 
su pregunta, y después escuché con muchísima atención la 
respuesta del señor Legislador Nin Novoa, cuando dijo que 
a esa fuerza política no le hubiera pasado. Entonces, con 
todo respeto, está descalificando al Intendente Arana,... 


(Interrupciones.- Campana de orden) 


- ...porque lamentablemente al Intendente Arana le han 
pasado cosas, lo ha agredido el gremio sin derecho, lo han 
insultado... 


(Interrupciones) 


- ¡Por favor! Y el Intendente Arana es de su fuerza 
política. Entonces no entiendo cómo a su fuerza política no 
le va a pasar si le pasó al Intendente Arana, porque siempre 
hay cosas que se escapan. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Minis- 
tro del Interior. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR .- En estos precisos 
momentos se sigue negociando, entre los representantes 
del PIT-CNT y el señor Jefe de Policía de Maldonado, el 
lugar, que aún no está convenido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay más oradores anotados. 
El señor Ministro ha contestado a la pregunta del Senador 
Nin Novoa. 


Si nadie va a hacer uso de la palabra, corresponde dar por 
concluida la sesión. 


S) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 11) 
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